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-  SEQ CHAPTER \h \r 1En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a la hora 16 y 56 del lunes 6 de junio de 2011, en el Consejo de la Magistratura de la CABA, con la presencia de los señores consejeros doctores Gisela Candarle, Javier Concepción, Horacio Corti, Daniel Fábregas, Patricia López Vergara y Santiago Otamendi; del señor administrador general, doctor Pablo Casas; del señor secretario de Coordinación, doctor Mariano Heller, y del señor secretario de Legal y Técnica, doctor Diego Duquelsky:

Sr. Presidente (Dr. Corti).- Queda abierto el plenario.

Dr. Duquelsky.- Quiero informarles que ha llegado una propuesta de recategorización y designación en la unidad consejero del doctor Fábregas, para ser incorporado por Varios. 


Hago un solo comentario para que quede constancia. La persona propuesta por el doctor Fábregas es extranjera. Si bien todavía está vigente en nuestro reglamento un artículo que habilita por vía excepcional la designación de un extranjero, Asuntos Jurídicos y el Tribunal Superior han opinado que ese requisito debe ser modificado en el Reglamento, y hasta ahora, siguiendo ese criterio, no hemos hecho ningún problema en casos anteriores. 


Quería que quedara constancia de que somos conscientes de esta cuestión. 

Sr. Presidente (Dr. Corti).- Podríamos hacer una modificación en el Reglamento. 

Dr. Duquelsky.- Entonces, damos por aprobada esta designación y voy a traer una propuesta de modificación del Reglamento para el plenario del próximo jueves. 

1.1 Expediente CM Nº DCC-060/1-0 s/ Denuncia formulada por Martín Franzini firma Coca-Cola Argentina S.A. c/ Juez Subrogante a cargo del Juzgado CAyT Nº 6.

Sr. Presidente (Dr. Corti).- Pasamos a considerar el primer punto del orden del día, que es el expediente DCC-060/1-0: denuncia formulada por Martín Franzini firma Coca-Cola Argentina S.A. c/ Juez Subrogante a cargo del Juzgado CAyT Nº 6.


Al respecto, hay una moción consistente en primer lugar en rechazar la denuncia realizada con respecto a la causal de mal desempeño. En segundo término, teniendo en cuenta que no está previsto en nuestro ordenamiento jurídico, rechazar la petición de desplazar al magistrado de las actuaciones en las cuales interviene.


Y respecto de lo restante, previo a otro trámite, invitar al magistrado a una reunión con el plenario del Consejo en términos análogos a como hiciéramos en su oportunidad con el denunciante. 


Todo esto, a su vez, por los fundamentos que cada uno de los consejeros que apoyen la moción acompañen a la versión taquigráfica. 

Dr. Fábregas.- Yo voy por esa moción. Y con respecto a los fundamentos, analizaré acompañar los míos o acordar con algún otro consejero tener un voto en conjunto. 

Dr. Concepción.- Lo mismo. En el mismo sentido que el doctor Fábregas.

Dra. López Vergara.- Yo también. 

Dr. Otamendi.- Yo tengo otra moción con respecto al tema, y es que previo a tomar una decisión de mérito, y congruentemente con lo que dispone el Reglamento, resolución Nº 272/08, habiéndose radicado la denuncia aquí y habiendo escuchado recientemente a los representantes de la parte denunciante, convocar al magistrado, doctor Gallardo, como medida previa en los términos del artículo 6º para que, en caso de considerarlo pertinente, él formule las aclaraciones o las manifestaciones que entienda que corresponde.


Además, quiero señalar que esta posibilidad reglamentaria a mi entender otorga un marco de previsibilidad en cuestiones de esta índole para la sociedad en su conjunto, y mucho más en este caso para un magistrado denunciado, quien además puede estar munido de todas las garantías constitucionales.


Reitero: como una medida preliminar a cualquier resolución de mérito, en los términos del artículo 6º de esta resolución. 

Dra. Candarle.- Yo también tengo mi propia moción, por los fundamentos que voy a alcanzar oportunamente, sin perjuicio de lo cual considero que es una decisión apresurada por parte del Consejo desestimar la denuncia por mal desempeño, toda vez que de las constancias que obran en el expediente, a raíz del cotejo con la denuncia formulada por la empresa, en mi consideración hay mérito suficiente para declararla procedente, lo que así solicito en los términos del artículo 8º inciso c) del Reglamento. 

· Se aprueba la moción del doctor Corti. 

Dr. Duquelsky.- Entonces, queda aprobada por mayoría la moción del doctor Corti. 

1.2 Presentación de la Dra. Marcela Paz s/ Recusación de la Dra. Sibilia en el marco del Concurso Nº 41/10.

Sr. Presidente (Dr. Corti).- Pasamos al punto 1.2: Presentación de la doctora Marcela Paz sobre recusación de la doctora Sibilia en el marco del Concurso Nº 41/10. 


Informo que hay un dictamen que propone el rechazo de la recusación.

· Se aprueba el rechazo de la recusación. 

Dr. Duquelsky.- Por unanimidad, queda aprobado el rechazo de la recusación presentada. 

1.3 Expediente CM Nº DCC-079/11-0 s/ Obra Hipólito Yrigoyen 932 - Segunda Etapa.

Sr. Presidente (Dr. Corti).- Pasamos al punto 1.3: Expediente CM Nº DCC-079/11-0 s/ Obra Hipólito Yrigoyen 932 - Segunda Etapa. 


En este tema hay un proyecto de resolución abriendo el procedimiento licitatorio, quedando para definir dos o tres puntos según nos informó el Secretario. 


Primero, cuál es el adelanto financiero que vamos a disponer. Segundo, cuáles son los indicadores financieros que también vamos a incluir. Tercero, la cuestión presupuestaria con respecto a la participación del Ministerio Público. 


Con respecto a lo primero, si les parece bien, una posibilidad es dar un adelanto del 20 por ciento cuando se suscribe el contrato, y un 20 por ciento con el aviso de obra.

Dra. Candarle.- Y el resto se paga al final. Quedaría un 60 por ciento. 

Sr. Presidente (Dr. Corti).- Que se iría pagando con los certificados. Lo que parece razonable, según informó la Secretaría de la Comisión, de acuerdo con los antecedentes de otro tipo de licitaciones análogas. 


En cuanto a la participación del Ministerio Público, para darle celeridad al procedimiento parece razonable disponer actualmente la obra, disponer el compromiso respectivo e iniciar las gestiones con el Ministerio Público por el porcentaje que a cada uno de ellos le cabe en esta obra.


En tercer lugar está el tema de los indicadores financieros, acerca del cual hay una propuesta del administrador. 

Dr. Casas.- Revisando un poco lo que fueron los antecedentes más recientes y viendo que es una obra de similares características a las del edificio de Avenida de Mayo 654, tanto en su tiempo como en el objeto de la obra, porque son refacciones, salvo opinión en contrario y teniendo en cuenta que la realización de esa obra ha sido hecha en tiempo y forma, me parece conveniente replicar esos indicadores. Esa es la conclusión a la que llegué, por lo menos del estudio de los últimos antecedentes que encontramos en el Consejo. 

Dr. Fábregas.- ¿Qué empresa fue la que terminó haciendo eso en este tema?

Dra. López Vergara.- La que pidió la reducción era Riva. 

· Varios consejeros hablan a la vez. 

Dr. Casas.- No. Lo que Riva hizo en ese trámite fue una presentación acerca de los indicadores. 

Dr. Fábregas.- Sí, que pedía que se cambiaran.

Dr. Casas.- Sí. Pero el adjudicatario finalmente fue Villa. 

Sr. Presidente (Dr. Corti).- Sin perjuicio de lo expuesto, a través de la Secretaría de la Comisión de Administración se hizo una indagación de otros indicadores posibles.


Por esa razón solicito al doctor Durán que informe brevemente. 

Dr. Durán.- A raíz de ese reclamo que tuvimos en una oportunidad de Riva S.A., que no fue contemplado y mantuvimos los indicadores económico-financieros y patrimoniales que siempre pedimos y que han variado pero para ser más exigentes, estuve revisando pliegos licitatorios del Gobierno de la Ciudad en licitaciones que van de los dos millones y medio a los cinco millones de pesos, y también de una estación de subte, que si bien no pude comprobar el presupuesto presumo que debe estar más cerca de los cien millones que de los diez millones. 


Con respecto a todos los parámetros exigidos, en los casos en que son comunes el Gobierno de la Ciudad pide menos que nosotros, que son: liquidez corriente, solvencia y prueba ácida. Estos tres conceptos el Gobierno de la Ciudad los exige pero plantea menores exigencias que las nuestras. Después, los otros dos, importancia de pasivo exigible y capital de trabajo, que son los que pedimos nosotros, el Gobierno de la Ciudad no los pide bajo esos conceptos. 


Los indicadores económico-financieros no aseguran ni el éxito ni el fracaso de una obra, sino que permiten presumir que puede haber una mayor concurrencia; nada más. 

En cuanto a la idoneidad de las empresas que se presenten yo creo que es más fácil medir su capacidad mediante el certificado de construcción que expide el Registro Nacional de Obras Públicas. 

Por lo tanto los indicadores económico-financieros y patrimoniales que les propongo son: mantener los conceptos que propone la Dirección General de Infraestructura y Obras en el expediente, que son liquidez corriente, solvencia, prueba ácida, importancia del pasivo exigible y capital de trabajo, pero bajando los porcentajes: de 1,5 a 1,20 en liquidez corriente; de 1,8 a 1,3 en solvencia; de 1,5 a 0,80 en prueba ácida; de 0,40 subir a 0,50 la importancia del pasivo exigible, que es un concepto que quiere decir que por cada peso que deben, cuánto activo tienen; o sea, se les exigiría menos, la mitad de lo que debe; y en capital de trabajo mantener lo que propuso la Dirección General de Infraestructura y Obras. Estos porcentajes siguen siendo superiores a los que pide el gobierno de la ciudad, pero inferiores a los que hemos solicitado históricamente. 

Sr. Presidente (Dr. Corti).- Yo estaría de acuerdo con estos indicadores.

Dr. Otamendi.- ¿Y esto, Fabián, obviamente, va en línea con el mail que nos hiciste llegar, de que esta determinación de los índices implica una mayor posibilidad de participación?

Dra. López Vergara.- De concurrencia, sí…

Dr. Durán.- En términos hipotéticos, sí.

Dr. Casas.- Yo quiero aclarar que son todas materias opinables, sobre todo por lo que implican las resoluciones que ha tomado este plenario tiempos atrás; porque pareciera que cuando se buscó con determinados indicadores el resultado de la obra, pareciera que en realidad pudiera haberse hecho para no posibilitar la concurrencia. Quiero dejar aclarado que, por lo menos, el plenario que decidió la obra de avenida de Mayo 654 no quiso limitar la concurrencia.

Sr. Presidente (Dr. Corti).- Que no fue el caso, porque varios consejeros acá presentes tomaron aquella decisión y, eventualmente, esta también.

Dr. Fábregas.- Sí, pero a la luz de resultados, todo lo que favorezca que se presenten más empresas a la licitación, resulta conveniente.

Dra. López Vergara.- También a veces uno puede aprender de la experiencia; no siempre, pero a veces… 

Dr. Duquelsky.- ¿Se aprueba por unanimidad, entonces?

Sr. Presidente (Dr. Corti).- Sí.

Dra. López Vergara.- ¿De Yrigoyen falta algo?


Habría un punto que ha sido derogado por una resolución que está incluido, que es el de la capacidad económica financiera, que antes se exigía a los oferentes la presentación del certificado y en la resolución 109/09 se derogó. Así que estamos pidiendo algo que hemos derogado. Me parece que habría que modificarlo, salvo que decidiéramos otra cosa en punto a la necesidad.

Dr. Fábregas.- Hagamos un proyectito de modificación y lo tratamos la sesión que viene.

Dra. López Vergara.- Resolución 109/09, el punto 15.2.22

Dr. Duquelsky.- Lo estudiamos para no hacer nada contradictorio.

Dr. Otamendi.- Quisiera hacer un comentario.

En término a la distribución de espacios, nosotros resolvimos un tiempo atrás con relación a los juzgados penales enviar tres juzgados penales, contravencionales y de faltas a Yrigoyen, que eran el juzgado de la doctora Martínez y los dos vacantes, el 12 y el 28. Esta última semana, más precisamente el viernes pasado, en ocasión de haber estado visitando Beruti e interactuado con muchos fiscales y defensores, ellos me hicieron saber los inconvenientes de gestión que ellos avizoran que les va a traer la mudanza de esos tres juzgados, porque todos los juicios que estén en trámite, que se van de Beruti a Yrigoyen, van a seguir con la gestión de juicio de las defensoría y fiscalías que están en la zona norte. Entiendo que es una moción tardía, porque ha pasado mucho tiempo desde la decisión y considero que hubiera sido conveniente que tanto los fiscales como los defensores me que están haciendo llegar esta inquietud, debieron haberla transmitido con mayor antelación.

Mi moción consiste en que se mude solo la doctora Martínez, para que la incidencia de la gestión del Ministerio Público sea menor, y los dos espacios que eventualmente dejaran vacante los juzgados 12 y 28, que se resuelva por plenario, ya sea para el Ministerio Público, tanto para la Defensa como para el Ministerio Público Fiscal, o, en su defecto, atendiendo las necesidades de infraestructura que aún tenemos pendiente.

Dr. Duquelsky.- ¿Están de acuerdo?

Dr. Concepción.- No. 

Dr. Fábregas.- No. 

· Varios consejeros hablan a la vez. 

Dr. Duquelsky.- Entonces se toma conocimiento de la moción.

Sr. Presidente (Dr. Corti).- Queda levantada la sesión.

· Son las 17.11.

Apéndice

Voto del Dr. Horacio Corti

VISTO:

El expediente SCD nº 060/11-0 caratulado “SCD s/ Denuncia formulada por Martín Franzini (Coca Cola de Argentina) c/ Sr. Juez subrogante a cargo del Juzgado CAyT nº 6, Dr. Roberto Andrés Gallardo” y

CONSIDERANDO:

I.1. Que el 26/04/2011 Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL –Coca Cola de Argentina- formuló denuncia por mal desempeño contra el doctor Roberto Andrés Gallardo, juez subrogante del juzgado Contencioso Administrativo y Tributario nº 6 de esta Ciudad, y solicitó que el Consejo de la Magistratura procediera a sancionar al magistrado “…con una multa equivalente al 30% de sus haberes o, de considerarlo procedente, a acusar ante el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados al juez denunciado para que oportunamente se haga lugar a su destitución por mal desempeño, en cualquier supuesto, previo apartamiento de la presente causa…”. Detalló que la denuncia tenía origen en los autos “Epszteyn Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ Amparo (Art. 14 CCABA)” expediente nº 37925/0 y en los incidentes que tramitaron bajo los números 37925/1, 37925/2, 37925/3, 37925/4, 37925/5, 37925/6, 37925/7, 37925/8 y 37925/9. 

En la misma fecha, se ratificó la denuncia. 

I.2. Que el 28/04/2011 se requirió a la Sala II de la Cámara de Apelaciones CAyT que en el plazo de cinco (5) días remita copias certificadas de los expedientes “Epszteyn, Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ otros procesos incidentales” –nº 37925/2-, “Servicios y Productos para bebidas refrescantes SRL s/ queja por apelación denegada” –nº 37925/7-, “GCBA s/ queja por apelación denegada” –nº 37925/9- y “Servicios y Productos para bebidas refrescantes SRL s/ otras causas con trámite directo ante la Cámara de Apelaciones” –RVC nº 2945/0-. Asimismo se solicitó en los mismos términos al Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario nº 6 la remisión de copias certificadas de los expedientes “Epzsteyn, Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)” –nº 37925/0-, “GCBA s/ queja por apelación denegada” –nº 37925/1, nº 37925/3, nº 37925/4-, “Epszteyn, Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ otros procesos incidentales” –nº 37925/5- y “Epszteyn, Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ otros procesos incidentales” –nº 37925/6-. El 06/05/2011 el Sr. Juez remitió en forma parcial copias certificadas de los expedientes que le fueran requeridos (foja 71), éstas fueron reservadas como anexo I (foja 74). El 06/05/2011 se requirió al Juzgado CAyT nº 5 copias certificadas del expediente nº 37925/5 y del expediente nº 37925/0 desde el cuerpo IV inclusive en adelante (foja 75). El 06/05/2011 la Presidenta de la Sala II de la Cámara de Apelaciones CAyT, remitió las copias certificadas que le fueran requeridas (foja 78), las que fueron reservadas como anexo II (foja 81). El 16/05/2011 la titular del juzgado CAyT nº 5, remitió copias certificadas de los autos que le fueran requeridos, las cuales fueron reservadas como anexo IV (foja 105). 

I.3. Que el 09/05/2011 se introdujo con carácter de hecho nuevo que el denunciado había realizado declaraciones en una revista de amplia circulación mediante las cuales habría emitido opiniones personales acerca de la causa “Epszteyn Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)” expediente nº 37925/0 y sus incidentes.

I.4. Que  el 24/05/2011 Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL expresó al Consejo que en el Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario nº 6 de esta Ciudad, a cargo del doctor Roberto Andrés Gallardo, se obstaculizó el ejercicio de su derecho de defensa en juicio. 

I.5. Que el 2/06/11 se celebró una audiencia en la sala de reuniones de este Consejo entre el Plenario y los representantes de la denunciante. 

II. Que la Constitución de la Ciudad dispone, en su art. 110, que “Los jueces y los integrantes del Ministerio Público conservan sus empleos mientras dure su buena conducta y reciben por sus servicios una retribución que no puede ser disminuida mientras permanezcan en sus funciones. Gozan de las mismas inmunidades que los legisladores. Pagan los impuestos que establezca la Legislatura y los aportes previsionales que correspondan.”

Complementariamente, el artículo 122 fija las causales de remoción, de forma más precisa que el art. 53 de la Constitución Nacional y contemplando una mayor cantidad de supuestos. Dice dicho art. 122: “Las causas de remoción son: comisión de delitos dolosos, mal desempeño, negligencia grave, morosidad en el ejercicio de sus funciones, desconocimiento inexcusable del derecho e inhabilidad física o psíquica.”

Dicho artículo es luego casi textualmente reiterado por el art. 16 de la ley 54: “Son causales de remoción de los/las integrantes de la magistratura y del ministerio público: 1. la comisión de delitos dolosos, 2. mal desempeño, 3. negligencia grave, 4. morosidad en el ejercicio de sus funciones, 5. desconocimiento inexcusable del derecho 6. inhabilidad física o psíquica que impida el ejercicio pleno de las funciones asignadas.”

Dichas causales deben ser interpretadas de forma sistemática con las figuras disciplinarias que establece la ley 31. De acuerdo a su art. 31: “Constituyen faltas disciplinarias: 1. Las infracciones a las normas legales y reglamentarias vigentes en materia de incompatibilidades y prohibiciones establecidas para la magistratura. 2. Las faltas a la consideración y el respeto debido a otros jueces y juezas, o integrantes del Ministerio Público. 3. El trato incorrecto a abogados/as, peritos/as, auxiliares de justicia o litigantes. 4. Los actos ofensivos al decoro de la función judicial o que comprometan la dignidad del cargo. 5.- El incumplimiento reiterado de las normas procesales y reglamentarias. 6. La inasistencia reiterada a la sede del tribunal o Ministerio Público. 7. La falta o negligencia en el cumplimiento de sus deberes. 8. El incumplimiento al deber de formación y capacitación permanente.”

Una primer reflexión que merece este sistema es que él es más detallado que el federal, característica que el derecho de nuestra Ciudad comparte, en general, con el derecho público de las provincias hermanas (ver, por ejemplo, la ley 13.661 de la Provincia de Buenos Aires; la ley 4461 de la Provincia de Chubut; la ley 3752 de la Provincia de Santiago del Estero o la ley 5510 de la Provincia de San Luis).


En segundo lugar, si uno ve el conjunto de la legislación argentina, local y federal, advierte un diverso grado de valoración de las situaciones, de forma que ciertas conductas que en algunas jurisdicciones son consideradas causal de mal desempeño, en otras se califican de ilícitos disciplinarios.


En tercer lugar, la mala conducta mencionada en el art. 110, CCBA, se concreta, cuando es grave y reúne ciertas condiciones, en las causales de remoción enumeradas en el art. 122 de la misma Constitución. No se trata de una causal indirecta o autónoma, lectura que tampoco es la sostenida por el Jurado de Enjuiciamiento Nacional. Las causales de remoción son las expresamente fijadas por la Constitución en el artículo correspondiente, de manera que el art. 110 sólo expresa el estándar general que comprende dichas causales, no una causal adicional a aquellas.

III. No le corresponde al Consejo inmiscuirse en el ámbito jurisdiccional que es propio de los jueces. En tal sentido, el mecanismo de remoción no puede sustituir a los diferentes medios procesales previsto por el orden jurídico (recurso de apelación, recurso de queja, recurso de inconstitucionalidad, acción por retardo de justicia, etc.). Es decir, el procedimiento de remoción no es un medio idóneo para examinar lo resuelto en cada decisión particular.

Sin embargo, lo que aquí está en juego no es cada decisión en particular, sino un comportamiento que se revela cuando se observa una serie de resoluciones desde una perspectiva de conjunto: la manipulación del proceso con finalidades ajenas a la búsqueda imparcial de la justicia por aplicación del derecho positivo razonablemente interpretado.

Para que prospere una denuncia sobre la base de estas singulares circunstancias debe verificarse una situación de suma gravedad o varias situaciones concordantes en plurales casos judiciales.

Tales circunstancias no se aprecian en esta denuncia a fin de iniciar un proceso de remoción.

Considero que esta decisión es concordante con mi postura asumida, en primer lugar, como integrante del Jurado de Enjuiciamiento en la causa 1/05 “SCD 168/05 Gallardo, Roberto Andrés s/ denuncia III” (v. expediente citado, resolución del 3/02/06), al disponer el archivo de las actuaciones citadas; y, por otro lado, al rechazar el inicio del proceso de remoción respecto de la Dra. Parrilli, en el expediente “SCD-187/09-0 Denuncia efectuada por el Ministro de Seguridad” (v. versión taquigráfica de la sesión del Plenario de este Consejo de la Magistratura del 27/10/09).

IV. Por otra parte, la separación del cargo de un Magistrado resulta ser una potestad exclusiva del Jurado de Enjuiciamiento de conformidad con las previsiones del art. 31 de la ley 54). Ahora bien, en relación a una causa judicial en particular, un magistrado puede ser apartado de su tramitación por vía de la recusación, contemplada en los códigos de procedimiento, y cuya decisión resulta competencia exclusiva de las Cámaras de Apelaciones de los fueros respectivos.

V. Que lo expuesto precedentemente, resulta suficiente para declarar formalmente inadmisible la denuncia por mal desempeño incoada y rechazar el pedido de apartamiento del Magistrado. Respecto del resto de la cuestiones disciplinarias introducidas, previo a todo trámite, corresponderá invitar al Sr. Juez a una reunión con el Plenario del Consejo conforme se hiciera con el representante de la denunciante. A tal fin, cabe poner en su conocimiento las presentaciones efectuadas por la denunciante.

Fdo. Horacio Corti

Voto de la Dra. Gisela Candarle 

Que el día 26 de abril de 2011, el Dr. Martín I. R. Franzini, en su carácter de Gerente de Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL –Coca Cola de Argentina-, con el patrocinio letrado del Dr. Osvaldo Gozaíni, formuló denuncia por mal desempeño contra el Dr. Roberto Andrés Gallardo, juez subrogante del juzgado Contencioso Administrativo y Tributario nº 6 de esta Ciudad, solicitando al Consejo de la Magistratura que sancione al magistrado con una multa equivalente al 30% de sus haberes o, de considerarlo procedente, lo acuse ante el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados para que oportunamente se haga lugar a su destitución por mal desempeño, previo apartamiento de la causa.

La denuncia se origina por la actuación del magistrado en los autos “Epszteyn Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ Amparo (Art. 14 CCABA)” expediente nº 37925/0 y en los incidentes que tramitaron bajo los números 37925/1, 37925/2, 37925/3, 37925/4, 37925/5, 37925/6, 37925/7, 37925/8 y 37925/9.

El referido expediente nº 37925/0 tuvo inicio en la presentación de los legisladores de la Ciudad Eduardo Epszteyn, Martín Hourest y Aníbal Ibarra, cuya pretensión procesal era que se ordenara a la empresa Coca Cola de Argentina el retiro del dispositivo publicitario (pantalla Leds) de su propiedad ubicado en Carlos Pellegrini 327/31, y que se decretara la nulidad del permiso otorgado por el GCABA mediante disposición nº 1970/DGOEP/2010 del 28/04/2010, por la cual se autorizó su emplazamiento.

Concretamente, el Dr. Franzini denunció al Dr. Roberto Andrés Gallardo por lo que consideró una serie de irregularidades en el trámite de los referidos expedientes que, según interpreta, denotarían la causal de mal desempeño prevista en el art. 122 de la CCABA.

Esas irregularidades, según la denuncia, habrían demorado el trámite del proceso y, especialmente, la resolución sobre la homologación de un acuerdo suscripto por las partes, mientras se mantiene vigente una medida cautelar dictada por el magistrado, que impide la utilización de la pantalla Leds, cuya instalación fue autorizada por el GCABA y demandó una millonaria inversión por parte de la empresa, evaluando el perjuicio, a la fecha de la presentación, en la suma de 4 millones de dólares estadounidenses.

Los hechos denunciados como actuación irregular del magistrado son los siguientes:

1) Ordenar un inconducente traslado del desestimiento del pedido de contracautela real efectuado por la empresa.

Manifiesta el denunciante que la medida cautelar fue dictada en fecha 16 de junio de 2010 y la empresa presentó recurso de apelación contra esa resolución en fecha 23 de junio de 2010. Asimismo, en fecha 25 de junio de 2010, presentó recurso de reposición contra la providencia mediante la cual el Juez Gallardo ordenó, de oficio, a la parte actora, la prestación de una caución juratoria, que fue rechazado con fecha 28 de junio de 2010. Estando pendiente la elevación de la apelación y -según manifiesta el denunciante- a efectos de evitar demoras, desistió del pedido de contracautela y solicitó la elevación de los autos al Superior.

No obstante ello, en fecha 29 de junio de 2010, el magistrado intimó a la empresa a presentar copia del desistimiento con el objeto de ordenar su traslado a la parte actora, resolviendo el mismo recién en fecha  12 de julio de 2010.

Se verifica la materialidad de los hechos denunciados compulsando el expediente que origina la denuncia: A fs. 316 obra la providencia mediante la cual el denunciado ordenó, de oficio, la prestación de caución juratoria a la parte actora; a fs. 360/361 obra el rechazo del recurso de reposición; y a fs. 370 obra la intimación a acompañar copias para el traslado del desistimiento a la parte actora.

Si bien los traslados deben estar ordenados en el ritual, se admite como de buena práctica, que, aunque no se encuentre previsto, a los efectos de resguardar los derechos de las partes, se ordene correr traslado de ciertas peticiones que, a juicio del magistrado, director del proceso, merezcan sustanciarse, siempre con el propósito de evitar perjuicios o futuras nulidades.

Ninguno de estos propósitos se advierte en el traslado ordenado por el magistrado denunciado. Habiéndose dictado una cautelar, con el declarado propósito de evitar un eventual peligro para la comunidad pero cuyo mantenimiento, más allá de lo necesario o de resultar en definitiva injustificada, podría estar causando un elevado perjuicio económico a la empresa, era dable esperar que se resguardara en todo lo posible el derecho de la parte sobre la que pesaba la medida.

Sin embargo, aquí no se corrió traslado para garantizar el derecho de la parte actora, toda vez que en modo alguno podía ésta verse afectada por el desistimiento de un pedido de modificación de la contracautela por una más gravosa que la dispuesta por el magistrado, sino en perjuicio de quien desistió del pedido de contracautela.

Así las cosas, el traslado ordenado por el denunciado, deviene inconducente y dilatorio, constituyendo una irregularidad en el trámite del proceso.

2) No haber corrido traslado del informe emitido por la Superintendencia de Bomberos de la Policía Federal.

Manifiesta el denunciante que, con fecha 6 de julio de 2010, contestaron la demanda, luego de lo cual, en fecha 7 de julio de 2010, el denunciado decidió ampliar, de oficio, la medida cautelar, ordenando el retiro de los dispositivos publicitarios en el término de 5 días de notificada, con fundamento en un informe de la Superintendencia Federal de Bomberos, del cual no se había dado traslado a la parte afectada.

La materialidad de los hechos denunciados se verifica compulsando el expediente que origina la denuncia: A fs. 688/702 obra el informe de la Superintendencia Federal de Bomberos; y a fs. 706/10 obra la ampliación de la cautelar dispuesta por el denunciado.

Más allá del contraste entre el celo puesto sobre las garantías procesales en el traslado ordenado respecto al desistimiento de la contracautela y este “hágase saber” respecto de un informe en el que se funda una ampliación de la cautelar que, en los hechos, podía significar un grave perjuicio económico para el propietario del dispositivo que se ordenaba desmantelar, lo cierto es que el art. 331 del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Ley 189), aplicable al caso, regula lo concerniente a la Impugnación por falsedad y en su parte pertinente establece que “La impugnación sólo puede ser formulada dentro del quinto día de notificada por ministerio de la ley la providencia que ordena la agregación del informe” y es el propio CCAyT de la CABA el que dispone que la agregación de informes se notifica a las partes ministerio legis, resultando esta disposición aplicable al proceso de amparo en virtud de lo dispuesto expresamente por el artículo 28 de la ley nº 2145, el cual establece la aplicación supletoria de las disposiciones del código de rito, en cuanto sean compatibles con la naturaleza de la acción de amparo.

Por lo expuesto, la omisión de correr traslado respecto del informe de la Superintendencia de Bomberos, por sí sola, no constituye una irregularidad en el trámite del proceso.

Esto más allá de ser un dato que debe tomarse en cuenta en el análisis general de la conducción que impuso el magistrado a este proceso. No deja de llamar la atención que se ordenara el informe de ese modo, dentro de la normativa pero de un modo en que la parte afectada no pudiera cuestionar el organismo elegido para realizar la experticia ni controlar su realización, dos aspectos que se presentan como cruciales, atento la importancia asignada al mismo por el magistrado.

No escapa al conocimiento de este Consejo de la Magistratura, por resultar de público y notorio, el marco de disputa política existente entre el Poder Ejecutivo Nacional, del cual depende la Superintendencia de Bomberos de la Policía Federal Argentina, y el demandado Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, autorizante del dispositivo, siendo que tampoco lucen incuestionables las conclusiones del informe.

3) Incurrir en dilaciones para no elevar las actuaciones al Superior, resolver una ampliación de medida cautelar (retiro de los dispositivos publicitarios) carente de razonabilidad y proporcionalidad y traspasando los límites de dicho instituto. Ello sumado al exiguo plazo de cinco (5) días de notificada la cautelar para hacerla efectiva, en tanto ello no permitió ejercer el derecho de defensa de la aquí denunciante.

Manifiesta el denunciante no haber podido ejercer su derecho de defensa respecto a la ampliación de medida cautelar dispuesta el 7 de julio de 2010, la cual a su criterio dispuso un plazo reducido para hacer efectiva la medida. Asimismo, consideró que la cautelar cuestionada careció de razonabilidad y proporcionalidad y vulneró los límites del instituto.

La materialidad del hecho se verifica en la compulsa del expediente, obrando a fs. 706/10 La ampliación de la cautelar en los términos indicados por el denunciante; a fs. 734/46 obra la presentación de la empresa; a fs. 789 obra lo resuelto por la Sala I de la Excma. Cámara del fuero; y a fs. 803 obra la lo resuelto por la Sala II de la Excma. Cámara del fuero

En cuanto a los hechos invocados por el denunciante en los que habría incurrido el magistrado al resolver el día 7 de julio de 2010 una ampliación de medida cautelar (retiro de los dispositivos publicitarios) carente de razonabilidad y proporcionalidad y traspasando los límites de dicho instituto, sumado al exiguo plazo de cinco (5) días de notificada la cautelar para hacerla efectiva, en tanto no habría permitido ejercer el derecho de defensa de la aquí denunciante, cabe estar a lo resuelto por el Superior.

Efectivamente, ante una presentación de la afectada por la medida, la Sala I de la Cámara de Apelaciones, solicitó su avocación en la causa y requirió la suspensión provisoria tanto de la medida cautelar primigenia como de su ampliación. Ello tramitó mediante el expediente RDC nº 2945/0, en el cual el 09/07/2010 se resolvió suspender hasta el 12/07/2010 el plazo establecido por el juez de primera instancia para el cumplimiento de la orden de desconexión y desmantelamiento de las instalaciones publicitarias. Luego, en el marco de la apelación contra la medida -que tramitó ante la Sala II en la causa nº 37925/6- el 14/07/2010 se dispuso suspender el plazo establecido por el magistrado en el punto I, es decir, aquél que fijaba un término para el retiro de los dispositivos. Posteriormente, el 29/12/2010 se ordenó remitir a sus efectos a la instancia de grado un convenio celebrado por las partes y, en lo que aquí interesa, “Revocar parcialmente la medida cautelar dispuesta con relación al desmantelamiento del dispositivo publicitario”. Para así resolver la Cámara sostuvo, entre otros fundamentos, que el desmantelamiento del dispositivo en forma previa al tratamiento del acuerdo transaccional acarrearía la eventual ineficacia del convenio a ser evaluado por el sentenciante de primera instancia “….al margen de los costos que involucraría su rearmado”.

Por otra parte, corresponde que se analice la naturaleza de la medida cautelar o autosatisfactiva dictada por el denunciado, y el efecto no suspensivo de la apelación concedida.

De la compulsa de las actuaciones -fs. 757- se desprende que al conceder la apelación, la misma fue otorgada sin efecto suspensivo: “Se deja constancia que el recurso de apelación se concede sin efecto suspensivo por tratarse la resolución apelada de una medida cautelar. Asimismo, aún en el supuesto de considerar que la resolución de fs. 706/710 implique una medida autosatisfactiva, por la propia naturaleza de lo ordenado y su carácter cautelar, también hubiese correspondido conceder el recurso con idéntico efecto...” “Cabe destacar que tampoco podría considerarse a la resolución de fs. 706/710 como una medida autosatisfactiva toda vez que no se han resuelto todas pretensiones articuladas en el escrito de inicio” 
La decisión que la Sala denomina medida de carácter autosatisfactivo, el magistrado denunciado lo conceptualizó como “medida cautelar”: “II.-...Ahora bien, el juez de primera instancia dispuso una orden de índole autosatisfactiva, para cuyo cumplimiento estableció un plazo en días corridos....””III Las circunstancias descriptas son susceptibles  de obstruir el derecho de acceso a la justicia y obtener tutela judicial efectiva, lo cual justifica la intervención de este tribunal con el único propósito de satisfacer tales derechos y en la medida indispensable para ello. Así las cosas, dados los términos del pronunciamiento del juez de primer grado y considerando las razones de urgencia alegadas, y al solo fin de posibilitar la intervención oportuna y eficaz de la sala competente, corresponde suspender hasta el día 12 de julio de 2010 el plazo establecido por el señor juez de primera instancia para el cumplimiento de la orden de desconexión y desmantelamiento de las instalaciones publicitarias en cuestión”(fs. 789).

Sabido es que la adopción de medidas autosatisfactivas requiere una mayor prudencia en la apreciación de los recaudos que hacen a su admisión, mas aún cuando se trata de revertir una actuación administrativa que, en principio, goza de presunción de legitimidad de la que deriva su ejecutoriedad.

El despacho de la medida autosatisfactiva reclama una fuerte probabilidad de que lo pretendido por el requirente sea atendible y no la mera verosimilitud con la que se contenta la diligencia cautelar.

Conforme los fundamentos del denunciado, la medida adoptada enmarca dentro de una cautelar, es decir una decisión basada en la verosimilitud del derecho invocado y NO EN LA EXISTENCIA DE UNA PROBABILIDAD, requisito indispensable para adoptar una medida autosatisfactiva. 

Siguiendo esta lógica, de atribuir al desmantelamiento el carácter de una cautelar, se puede concluir que la medida dictada resultó, al menos, desproporcionada, con un gran costo para una de las partes, que como se ha señalado anteriormente, no tuvo acceso al informe base de la decisión que tomó el magistrado.

Si por el contrario y, tal como expresó la Sala, la medida fue autosatisfactiva, el Dr. Gallardo entonces dictó la misma motivado por una simple verosimilitud, y no con la fuerte probabilidad  que exige una autosatisfactiva.

Por otra parte, y atento la resolución analizada se verifica que se ha lesionado el derecho de defensa del destinatario de la medida, ya que incluso de considerarla de naturaleza autosatisfactiva, el magistrado sostuvo que la apelación se concede sin efecto suspensivo, lo que así hizo.

Si bien es cierto que se esta en presencia de casos donde la bilateralidad o contradicción se encuentra limitada, se debe estar por la revisión judicial a través de los recursos. Recursos entendidos como la posibilidad real de la revisión, cuestión que se vuelve ilusoria si la apelación se concede sin efecto suspensivo, y la medida es de cumplimiento casi inmediato.

Alcanzar la efectividad del proceso como pretendió el magistrado denunciado a través del dictado de la medida en cuestión, se encontraría reñido con garantías constitucionales como ser el debido proceso, el acceso a la justicia y el derecho de defensa, entre otros.

El hecho de que dos salas de la Cámara de Apelaciones debieran intervenir para corregir lo actuado por el juez de grado, evitando de ese modo lo que podría haber resultado en grave o irreparable perjuicio para la empresa propietaria del dispositivo, no obsta a que este Consejo de la Magistratura analice el comportamiento del magistrado desde la óptica de sus facultades constitucionales.

Otra vez, si bien analizado en forma aislada, el establecimiento de un plazo tan exiguo no implica de por sí la violación de una norma concreta, ya puede observarse una intencionalidad en el conjunto de las medidas adoptadas por el magistrado, en cuanto a disponer medidas de modo que la parte afectada se viera obstaculizada, sino imposibilitada, en el resguardo de sus derechos.

Asiste razón al denunciante en cuanto que la desproporcionalidad de la medida dispuesta, esto es el desmantelamiento del dispositivo, debe ser analizada junto con el exiguo plazo previsto para la misma, como una estrategia procesal que apuntaba a consolidar un propósito que excede a simple vista la cautela alegada por el magistrado.

Es deber del magistrado conducir el proceso de modo de arribar a la resolución del conflicto traído bajo su jurisdicción, utilizando con buena fe las herramientas procesales y resguardando en todo momento los derechos de las partes. La utilización de esas herramientas con el propósito, declarado o no, de obtener un resultado determinado o de favorecer su concreción a expensas de las garantías procesales de alguna de las partes, constituye una irregularidad en el trámite del proceso, que va más allá de la mera disparidad de criterios que pueda tenerse con lo resuelto por el magistrado.

4) Dilaciones y omisión de resolver sobre el acuerdo conciliatorio arribado por las partes

Manifiesta el denunciante que, habiendo dispuesto la Excma. Cámara del fuero la avocación en la causa y suspendido la medida cautelar que ordenaba el desmantelamiento de la pantalla, a solicitud de la parte actora, con fecha 24 de agosto de 2010, se llevó a cabo ante el Tribunal de Alzada una audiencia de conciliación en la cual las partes arribaron a un acuerdo con el propósito de poner fin al proceso, concretándose un convenio que contempló, entre otros aspectos, la ejecución de un estudio de impacto lumínico, con el objeto de realizar las adecuaciones que fueran necesarias. La parte actora reconoció que lo convenido satisfacía plenamente sus intereses y, en consecuencia, desistía en forma lisa, llana e incondicional de las cautelares solicitadas en esos autos, prestando conformidad con el levantamiento de las mismas. Agrega el denunciante que, con fecha 22 de septiembre de 2010, la Sra. Fiscal de la Cámara CAyT dictaminó que no tenía objeciones a la homologación del acuerdo del que se le corrió el pertinente traslado y, en ese estado de la causa, la Excma. Cámara dispuso la realización del estudio de impacto lumínico y ordenó suspender el trámite de la causa hasta tanto el Tribunal de grado se expidiera sobre la homologación del convenio y esa decisión se encontrara firme.

Continúa el relato del denunciante manifestando que el denunciado recibió la causa para resolver sobre la homologación, en fecha 2 de febrero de 2011 pero que, en lugar de resolver sobre la homologación, dispuso con carácter previo la realización de un estudio de impacto ambiental y vial sobre el cartel y ratificó la formación de un equipo interdisciplinario según lo dispuesto en el punto IV. 4.2 del proveído de fs. 87/88, ordenando librar oficio reiteratorio al Rector de la Universidad de Buenos Aires.

Agrega el denunciante que el denunciado dictó este proveído en exceso del plazo legal previsto por la normativa vigente (art. 17 de la Ley de Amparo de la C.A.B.A.) y sin cumplir con lo previsto por el art. 150 del CCAyT, creando de tal modo una nueva dilación en el proceso.

Se verifica la materialidad de los hechos compulsando la causa que da origen a la denuncia, encontrándose a fs. 1017/1029 lo resuelto por la Sala II de la Cámara CAyT suspendiendo el trámite de la incidencia hasta tanto el juez de grado se expida sobre la homologación del convenio y remitiéndole copia certificada del convenio a esos fines; a fs. 1127 obra el proveído de fecha 2 de febrero de 2011 que dispuso pasar los autos a despacho; a fs. 1132, en fecha 11 de febrero de 2011 se presenta el Dr. José Iglesias efectuando manifestaciones sobre la existencia de un amparo sobre cuestiones ambientales relacionadas con emplazamientos publicitarios; a fs. 1134 obra el proveído que tiene presente lo manifestado y dispone que se haga saber; a fs. 1135, en fecha 15 de febrero de 2011, obra la presentación del Comisario Hugo Andreani manifestando que la Policía Federal no puede seguir haciéndose cargo de la consigna policial ordenada en forma gratuita, sugiriendo que se contrate el servicio bajo el régimen de policía adicional; a fs. 1136/1137 obra la sentencia interlocutoria de fecha 16 de febrero de 2011 en la cual el denunciado resuelve mantener la consigna bajo el régimen de policía adicional a costa de la empresa propietaria del dispositivo, intimándola a acreditar el cumplimiento en el plazo de 3 días bajo apercibimiento de astreintes; a fs. 1148 obra la interlocutoria del 10 de marzo de 2011 en la cual el denunciado resuelve rechazar el pedido de desglose formulado por la denunciante respecto del escrito presentado por el Dr. Iglesias, sin pronunciarse sobre la solicitud de que pasen los autos a sentencia, peticionada por la empresa en fecha 11 de febrero de 2011 (fs. 1138/1139); a fs. 1150/1 obra el proveído de fecha 17 de marzo de 2011 que dispone le realización de un estudio de impacto ambiental y vial y ratifica la integración del equipo interdisciplinario; a fs. 1167/8 obra el proveído de fecha 23 de marzo de 2011 que deniega la revocatoria, rechaza la apelación subsidiaria y deniega la autorización de retiro de fajas autorizada por la Cámara del fuero.

En este punto medular del análisis las diversas irregularidades denunciadas encuentran un hilo conductor. Habiendo las partes arribado a un acuerdo, en el marco de una audiencia de conciliación celebrada por ante la Cámara del fuero, y contando con dictamen favorable a la homologación por parte de la Fiscal de Cámara, el denunciado, en lugar de pronunciarse sobre la homologación del convenio, para lo cual el Superior dispuso certificar copias y enviarlas a su juzgado, dilata la resolución aceptando escritos de terceros ajenos al proceso, disponiendo medidas previas que claramente exceden sus facultades ordenatorias e instructorias y convirtiéndose el propio magistrado en parte del proceso, al constituirse en el único interesado en mantener la medida cautelar y el desmantelamiento del dispositivo publicitario.

Efectivamente, lejos de resolver sobre la homologación, que es lo que debería haber hecho, el magistrado retiene el expediente, permite dilaciones, establece pericias sobre aspectos no planteados por las partes y recurre a la conformación de un engorroso cuerpo interdisciplinario, vagamente delimitado, que obliga a conformar a la Universidad de Buenos Aires, incumpliendo de ese modo en forma ostensible lo dispuesto en el artículo 9, inciso e) de la Ley 2145, que dispone, respecto del trámite del amparo, que la prueba pericial sólo será admisible en forma excepcional cuando las circunstancias del caso lo justifiquen a fin de dictar sentencia y siempre que su producción sea compatible con la naturaleza sumarísima de la acción de amparo.

A ello se suma que el denunciado dictó ese proveído en exceso del plazo legal previsto por la normativa vigente (art. 17 de la Ley de Amparo de la C.A.B.A.) y sin cumplir con lo previsto por el art. 150 del CCAyT, creando de tal modo una nueva dilación en el proceso.

No se trata de una interpretación jurisdiccional privativa del magistrado, no se trata de disentir con un punto de vista diferente, aquí estamos en presencia de un flagrante incumplimiento de la normativa aplicable.

Lo que resta determinar es si esas dilaciones y estos obstáculos que se oponen al progreso del trámite obedecieron a un propósito admisible en el marco de las actuaciones.

La respuesta no puede ser afirmativa, ya que las partes han arribado a un acuerdo y, más allá del informe lumínico pendiente, lo que esperaban del magistrado era la homologación del convenio.

En todo ese tiempo el magistrado podría haber resuelto, debería haber resuelto, homologando o rechazando la homologación, conforme lo considerara, pero sin embargo ha preferido retener el expediente, manteniendo vigente la cautelar y privando a las partes de la vía recursiva para acceder a la Alzada.

Otra vez se percibe una utilización de las herramientas procesales que excede el marco de la cuestión y que permite vislumbrar una intencionalidad que va más allá de las pretensiones procesales de las partes, aunque en este caso en violación de expresas normas que imponían un trámite acorde con la vía procesal del amparo.

Ante la defección de la parte actora en el impulso para mantener la cautelar, y encontrándose el expediente a despacho, llamativamente se recibe un escrito de una persona ajena al proceso que informa sobre la existencia de un amparo que se pretende acumular a éste, tratando de establecer alguna relación, como si se pretendiera de reemplazar a los actores que ya carecían de interés en las medidas que pesan sobre el dispositivo publicitario por otros que permitieran mantener activo el expediente.

Por compartido o loable que pueda ser el propósito que inspira al magistrado para mantener la cautelar, éste se encuentra compelido por las pretensiones procesales en el caso concreto.

Mientras tanto insiste, y  a pesar del convenio suscripto por las partes y del estudio lumínico ordenado por el Superior, en la conformación de un equipo interdisciplinario por parte de la Universidad de Buenos Aires, con profesionales de todas las disciplinas imaginables, lo que dilataría el trámite del expediente por meses y quizás años.

También durante ese lapso ordena al afectado por la medida cautelar hacerse cargo en forma onerosa de la custodia policial del dispositivo, en la modalidad de adicionales, a partir de la sugerencia de un Comisario, que también logró presentarse mientras el expediente se encontraba a despacho.

Es decir, el magistrado no resuelve lo que sí debía resolver pero, mientras se dilata el trámite, se aboca a cuestiones como las señaladas presentaciones, más allá de la voluntad de las partes.

Se advierte, en definitiva, que el magistrado eludió resolver la homologación, manteniendo el control de la causa, más allá del interés de las partes y en violación a las normas procesales vigentes, que debía aplicar al caso.

5) Medida que desnaturaliza el proceso.

Manifiesta el denunciante que, que la resolución dictada por el magistrado el 17/03/2011 –que ratificó la formación de un equipo de estudio interdisciplinario tal como había sido requerido el 01/07/2010- constituyó una nueva maniobra dilatoria tendiente a perjudicar a su representada, al diferir la resolución de la homologación del acuerdo mediante la solicitud de nuevas pruebas que no fueron contempladas por las partes en el convenio ni exigidas por la normativa vigente. Sostuvo que lo dispuesto por el magistrado respecto de la ejecución de un estudio por un equipo interdisciplinario de expertos conformado por la Universidad de Buenos Aires, le causa un gravamen irreparable en virtud de ser de imposible cumplimiento en un plazo razonable, desnaturalizando la sumariedad propia de una acción rápida y expedita como el amparo, configurándose una violación al principio constitucional de defensa en juicio contenido en el art. 18 de la C.N., y una violación al principio de congruencia receptado por el art. 145 del CCAyT, afectándose el derecho de propiedad amparado por el art. 17 de la C.N. y el derecho a ejercer industria lícita, resguardado por el art. 14 de la C.N.

Se acredita la materialidad de los hechos denunciados compulsando el expediente que da origen a la presente, obrando a fs. 424 la resolución de fecha 1 de julio de 2010; y a fs. 1150/1 la resolución del 17 de marzo de 2011.

El denunciado dispuso la conformación de un equipo interdisciplinario por parte de la Universidad de Buenos Aires, resultando a todas luces imposible saber cuándo y cómo llegaría a integrarse, y seguramente a costa de la empresa en contra de la cual pesa la medida cautelar, que ya debe hacerse cargo en forma onerosa de la custodia policial del dispositivo, en la modalidad de adicionales, a partir de la sugerencia de un Comisario, todo ello sin contracautela, o mejor dicho, con caución juratoria para la primera cautelar y sin contracautela alguna para la ampliación de la cautelar, que fuera suspendida por el Superior, lo que también significa un apartamiento de la normativa vigente (art. 15, inc. d) de la Ley 2145, toda vez que resulta codemandado el GCBA)

Además, si bien el art. 58 de la CCABA coloca a la Universidad de Buenos Aires como consultora preferencial de la Ciudad, eso quiere decir que, preferentemente, debería consultársela sobre las materias que en ellas se estudian o investigan, si es que la Universidad puede y decide hacerlo y cuenta con los medios para ello, pero de ningún modo implica que el magistrado tenga potestad para ordenarle al Rector de la Universidad de Buenos Aires, entidad autónoma por excelencia, que conforme un equipo interdisciplinario con titulares de cátedra para trabajar sobre las cuestiones que a él se le ocurran.

Cuesta imaginar hasta dónde puede llegar la cuestión del cartel si se pasa por alto la pretensión procesal de las partes y se convierte el expediente en una ocasión para resolver políticas urbanas (ambientales, viales, etc.) generales, que son resorte de otros poderes.

En este caso, el denunciado recurre a una medida de prueba que desnaturaliza el proceso sumarísimo y excede el marco de la cuestión, exhibiendo un interés ajeno al que debe inspirar la tarea jurisdiccional.

Como se sostuvo al analizar el punto que antecede, el magistrado incumple lo dispuesto en el artículo 9, inciso e) de la Ley 2145, que dispone, respecto del trámite del amparo, que la prueba pericial sólo será admisible en forma excepcional cuando las circunstancias del caso lo justifiquen a fin de dictar sentencia y siempre que su producción sea compatible con la naturaleza sumarísima de la acción de amparo.

6) Desobediencia respecto de un pronunciamiento del Superior.

Manifiesta el denunciante que el magistrado desobedeció un pronunciamiento de la Cámara de Apelaciones. Sostuvo que la ejecución del estudio de impacto lumínico por el INTI convenido por las partes y autorizado por la Cámara fue denegada por el denunciado mediante la providencia dictada el 17 de marzo de 2011. Consideró que de este modo el funcionario obstaculizó nuevamente el curso de las actuaciones en virtud de no considerar acreditado que se hubieran tomado las medidas de seguridad necesarias. En tal sentido aseveró que “Tal acreditación no era exigible a fin de cumplir con lo ordenado por la Excma. Cámara, la cual dejó a criterio de las partes y bajo su responsabilidad las medidas de seguridad a adoptar”.

Se verifica la materialidad de los hechos denunciados mediante la compulsa del expediente anejo, a raíz del cual se origina el presente, obrando a fs. 252/262vta lo resuelto por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo CAyT de fecha 29 de diciembre de 2010; la aclaratoria de fs. 282 y la providencia de fecha 17 de marzo de 2011, obrante a fs. 1150/1.

La Sala II de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo CAyT resolvió, en fecha 29 de diciembre de 2010, “Suspender el trámite de esta incidencia hasta tanto el Sr. Juez de grado se expida sobre la homologación del convenio y esa decisión se encuentre firme. Disponer la remisión de copia certificada del convenio a la instancia de grado a dichos efectos”

A fojas 282 la misma Sala II resolvió, con fecha 10 de enero de 2011 “…2. Aclarar el resolutorio de fs. 252/262 vta., el que deberá leerse: ´Suspender el trámite de esta incidencia hasta tanto el Sr. Juez de grado se expida sobre la homologación del convenio y esa decisión se encuentre firme. Disponer la remisión de copia certificada del convenio a la instancia de grado a dichos efectos. Autorizar el encendido del cartel para efectuar el estudio de impacto lumínico por el plazo máximo de 30 días y cumplir con las pruebas necesarias, previa adopción de las medidas de seguridad a efectos de garantizar la protección de los eventuales afectados”.

La Sala II podría haber sido más precisa con respecto a las condiciones de seguridad y el denunciante podría haber tomado las medidas de seguridad que, a su juicio, fueran necesarias y la discusión sería si el magistrado de grado es quien debiera controlar si esas serían o no las adecuadas y suficientes pero eso no ha sucedido y lo cierto es que de la lectura de lo resuelto por la Excma. Cámara no se desprende lo que pretende el denunciante.

El denunciado pudo interpretar que, en forma previa a la realización del estudio de impacto lumínico, las parte debía acreditar la adopción de medidas de seguridad, no advirtiéndose, en consecuencia, en este punto, desobediencia a lo ordenado por el Superior.

7) Otras irregularidades denunciadas - Difusión de cuestiones relacionadas con la causa por medios gráficos e internet.

En primer lugar, cabe analizarse las declaraciones efectuadas por el magistrado a la Revista Veintitrés, tratadas en el punto 10 del apartado IV del voto precedente.

De la lectura de las declaraciones efectuadas a la prensa, y sin adentrarse en la cuestión concerniente a la recusación pues no resulta de competencia de este Consejo, se percibe la opinión del magistrado respecto de la materia de debate en autos. Si bien las manifestaciones son realizadas en relación a medidas ya producidas y/o resoluciones ya adoptadas, aún en dicho contexto, sus declaraciones revelan la evidente opinión del magistrado sobre el fondo de las cuestiones en debate. 

Es de señalar que las actuaciones, no obstante la existencia de un acuerdo conciliatorio suscripto por las partes y pendiente de homologación, se encontrarían en instancia procesal de debate, tal como surge de las constancias del expediente aportadas en las actuaciones.

El magistrado,  al declarar que “el cartel no encuadra en los parámetros de la ley” ha emitido un juicio de valor sobre aspectos aún no resueltos que permite a las partes vislumbrar el resultado del proceso. En base a sus manifestaciones, y no obstante las medidas para mejor proveer ordenadas y no producidas aún en el expediente, éste ya habría concluido que la pantalla de leds de Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL no cumpliría con lo dispuesto por la normativa vigente.

Cabe señalar al respecto que la libertad de expresión, garantía consagrada y garantizada por la Constitución Nacional (art. 14 CN) encuentra ciertos límites en el caso de los magistrados, debiendo ejercerse tal derecho de manera prudente y con discreción, tal como se sostiene en el voto precedente (punto 9 del apartado IV). 

“La investidura de magistrados y funcionarios judiciales, impone mayores deberes de prudencia, por lo que sus actos deben ser apreciados con más severidad que la exigible a cualquier ciudadano. Si la libertad de expresión puede predicarse con amplitud cuando es ejercida por cualquier ciudadano, al tratarse de magistrados y funcionarios, es necesario un trato particularizado. Es que el juez se encuentra investido de "estado judicial", que lo acompaña dentro y fuera de su específica función, de modo que "es juez" en los tribunales y fuera de ellos. En su despacho y en la vía pública. Por eso, debe actuar y conducirse con el decoro exigible a su augusta función en todo momento y circunstancia de su vida. Por eso es que muchos de los deberes y prohibiciones que sobre él pesan sólo encuentran razón de ser si se los considera fuera del ejercicio de su actividad tribunalicia (ley 5619) (art. 9 decreto ley nacional 1285/1958), (el art. 11, inc. 4 ley nacional 4055) (art. 103 ley nacional 1893). El juez debe actuar con recato y decoro no sólo en su función sino también cuando se desempeña en ámbitos ajenos al de su cumplimiento específico.” (Tribunal: C. Cont. Adm. Córdoba Fecha: 24/02/1999 “HUESPE, CARLOS ALBERTO Y OT. v. PROVINCIA DE CÓRDOBA s/ C. A. PLENA JURISDICCIÓN” -  Lexis Nº  32/3892).

Esto significa que las declaraciones que realice un magistrado deben cuidar de no anticipar a las partes su opinión sobre el mérito del proceso y la solución que éste dará al litigio, por una vía que no sea la prevista por la ley en garantía de sus derechos.

En el caso, es contundente el magistrado al emitir un juicio de valor en consonancia con lo alegado por la parte actora en su escrito de inicio, al concluir en esta instancia procesal que la pantalla de leds no encuadraría en los parámetros de la ley. Se advierte así que le asiste razón al denunciante al sostener que las manifestaciones “suponen un claro prejuzgamiento” por cuanto el magistrado ya anticipó ante un medio de prensa, es decir, fuera del ámbito reservado del proceso, la resolución del mismo. Máxime teniendo en cuenta que la causa judicial tramita reservada y con decisión pendiente.

Así, nuestros tribunales han señalado que “Los jueces deben tener particular cautela cuando efectúan manifestaciones públicas sobre los casos sometidos a sus estrados. La buena marcha de los procesos impone la abstención, en principio, de emitir cualquier tipo de declaración que pueda tener el destino de convertirse en el sustento mismo de planteos recusatorios. Se trata de evitar, así, el "strepitus fori" que inexorablemente traen anejas la decisión de los jueces de publicitar cuestiones atinentes a los procesos de su competencia. De ahí que se reclame suma prudencia cuando por razones excepcionales, los magistrados tengan la real necesidad de formular algún tipo de manifestación ante los comunicadores sociales; prudencia que se traduce en suministrar la información preservando siempre su imparcialidad, imparcialidad e independencia interna y externa, el respeto de los derechos fundamentales de las personas, la lealtad debida a las partes, la intimidad de las sujetos involucrados, todo ello en procura de arribar a un justo equilibrio entre la correcta y eficaz administración de justicia y la adecuada información para el ciudadano.” (Lexis Nº  18/26153) Expediente: 410/2003 Tribunal: Corte Sup. Just. Santa Fe. Fecha: 30/06/2004 Partes: D., M. G. Y OTRO s/QUEJA POR DENEGACIÓN DEL RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD /HOMICIDIO CALIFICADO POR EL VINCULO Y POR ALEVOSIA.

“Una firme línea jurisprudencial interpreta que se configura causal de prejuzgamiento cuando el juez formula, con anticipación al momento de la sentencia, una declaración en forma precisa y fundada sobre el mérito del proceso (doctrina de Fallos 320:1630 Ver Texto , considerando 2°), o bien cuando la opinión vertida hubiese resultado innecesaria e intempestiva, o excedido el marco de la cuestión sobre la que debió pronunciarse (esta Cámara, Sala I, causa n° 3044/09 “Colacelli, Luís M. y otro v. ODDE s/ incidente de apelación medida cautelar” -C. Nac. Civ. y Com. Fed., sala 1ª, “Colacelli, Luís M. y otro v. ODDE s/ incidente de apelación medida cautelar, 13/8/2009" del 13.8.09; Sala III, causa n° 11.830/07 “Transporte Vernazza S.R.L v. Kuhne y Nagel S.A s/ incidente de recusación con causa”, fallada el 28.2.2008; Sala III, causa n° 926/08 “Servicios Mineros Aconquija S.A v. Yacimientos Mineros Agua de Dionisio s/ incidente de apelación”, fallada el 24.7.08; entre otros) (…)” (Magistrados:  Dr. Alfredo Silverio Gusman, Dr. Francisco de las Carreras, Dra. María Susana Najurieta, Tipo: Interlocutorio Expediente: 3826/09 Tribunal: C. Nac. Civ. y Com. Fed.,  sala 2ª Fecha: 06/10/2009 Partes: Telecom Italia S.p.A. y otro s/ recurso de queja por recurso directo denegado). 

En segundo lugar, no puede dejar de señalarse lo sostenido por el denunciante en el punto IV.1. de su denuncia en cuanto a la publicación en el citado blogspot de resoluciones judiciales dictadas con fecha posterior a la reserva dispuesta en la causa, ordenada por el magistrado con fecha 17 de junio de 2010.

Si bien podría resultar que las actuaciones en el blogspot y los sitios web mencionados sean de autoría del magistrado denunciado o administrados por él, el magistrado no puede permitir la publicación en Internet de resoluciones que revisten dicho carácter. En todo caso ello merecería ser evaluado en la instancia de enjuiciamiento.

Cabe señalar que en función del decoro de su investidura, el magistrado debiera ordenar la inmediata eliminación de una página web que lleva su nombre, a la vez que pretende ser una suerte de biografía de su persona y relato de sus decisiones judiciales. Aunque más no fuera en virtud de ello, el magistrado debería al menos disponer, en pos de velar por el cumplimiento de lo establecido en defensa de los derechos y garantías de los justiciables, y a los efectos de preservar la reserva de la causa por él dispuesta, la inmediata eliminación de las referidas publicaciones de la citada página web.

8) Conclusión.

En virtud de lo expuesto, si bien podría considerarse que las irregularidades denunciadas y que tengo por acreditadas, cada una de ellas, analizadas en forma aislada, podrían no revestir una entidad como para justificar la acusación del magistrado denunciado por ante el Jurado de Enjuiciamiento, si se las analiza en conjunto, observando el comportamiento del magistrado a lo largo del proceso, estas adquieren relevancia y un sentido que las presenta como parte de una estrategia procesal que exhibe, en la conducción del proceso, una intencionalidad ajena a la labor jurisdiccional e idónea para causar perjuicio a los justiciables.

No se trata aquí de disentir con el criterio de un magistrado, sino de, conforme a las facultades otorgadas a este Consejo de la Magistratura por la Constitución de la Ciudad, velar por una administración de justicia que cumpla sus funciones con eficacia y ecuanimidad dentro del marco legal.

No tengo dudas que perder esa herramienta implica un peligro más grave para la comunidad que el que un magistrado pueda atribuirle a un cartel luminoso.

"Ha señalado la Corte Suprema que “si bien es cierto que, como principio, las opiniones vertidas por los jueces en sus fallos y las decisiones tomadas en ejercicio de su jurisdicción no justifican la aplicación de sanciones disciplinarias ni la apertura del procedimiento de remoción (pues de lo contrario implicaría una suerte de revisión que sujetase las decisiones a criterios fijados por el Congreso o por los Tribunales de Enjuiciamiento, con desmedro de la independencia del Poder Judicial( como también que un error aislado no implica el ‘mal desempeño’  a que se refieren los arts. 53 y 115 de la Constitución, ello es así en tanto la decisión no implique la comisión de un delito de derecho penal o suponga una extralimitación de poderes de gravedad institucional tal que afecte el régimen republicano y federal de gobierno que la misma Constitución establece." "El sorpresivo  final del primer proceso de remoción a un juez porteño". Por Alfonso Santiago (h). La Ley. Buenos Aires, 2006- C, 203.

Por loables o compartidos que puedan ser los propósitos que animan al magistrado, éste se encuentra constreñido en su función a la resolución de los conflictos que le plantean las partes, no pudiendo reemplazar las pretensiones procesales o falta de interés de aquellas por su propia voluntad para alcanzar fines que considere útiles o necesarios según su particular visión de la realidad. Como ciudadano cuenta para ello con los mismos medios que los restantes habitantes de la Nación, pero no puede aprovecharse de su función jurisdiccional para intentar modificar en forma expedita y por su propia voluntad políticas públicas o sociales que son resorte de otros poderes del Estado.

La utilización de tácticas o estrategias procesales para lograr esos propósitos, en desmedro de las garantías procesales de las partes, incumpliendo para ello en algunos casos la normativa vigente y en otros manipulando herramientas procesales legítimas de un modo incompatible con la buena fe que debe inspirar al magistrado en la conducción del proceso, termina por encuadrar su conducta en la causal de mal desempeño contemplada por el artículo 122 de la CCABA.

9) Voto

Por los fundamentos expuestos, voto por admitir la denuncia formulada por Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL contra el magistrado Roberto Andrés Gallardo para que se disponga la apertura del sumario conforme lo dispuesto en el inciso (c) del artículo 8 de la Resolución 272/2008 del Consejo de la Magistratura, debiendo notificarse al denunciado de la existencia de la presente denuncia y su contenido, de conformidad con lo establecido en el inciso (d) del artículo 8 de la citada resolución.

Fdo. Gisela Candarle

Voto del Dr. Javier Concepción:

VISTO: 

El expediente SCD nº 060/11-0 caratulado “SCD s/ Denuncia formulada por Martín Franzini (Coca Cola de Argentina) c/ Sr. Juez subrogante a cargo del Juzgado CAyT nº 6, Dr. Roberto Andrés Gallardo” y 

CONSIDERANDO:

I.
1. Que el 26/04/2011 el señor Martín Franzini, Gerente de Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL –Coca Cola de Argentina-, con el patrocinio letrado del doctor Osvaldo Gozaíni, formuló denuncia por mal desempeño contra el doctor Roberto Andrés Gallardo, juez subrogante del juzgado Contencioso Administrativo y Tributario nº 6 de esta Ciudad, y solicitó que el Consejo de la Magistratura procediera a sancionar al magistrado “…con una multa equivalente al 30% de sus haberes o, de considerarlo procedente, a acusar ante el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados al juez denunciado para que oportunamente se haga lugar a su destitución por mal desempeño, en cualquier supuesto, previo apartamiento de la presente causa…”. Detalló que la denuncia tenía origen en los autos “Epszteyn Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ Amparo (Art. 14 CCABA)” expediente nº 37925/0 y en los incidentes que tramitaron bajo los números 37925/1, 37925/2, 37925/3, 37925/4, 37925/5, 37925/6, 37925/7, 37925/8 y 37925/9. Explicó que el magistrado habría propiciado una violación de los principios constitucionales de razonabilidad, propiedad, legalidad, libertad de comercio, debido proceso, del derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, del derecho a ser oído por un juez imparcial e independiente, del principio de economía procesal e igualdad entre las partes, e incumplimiento de los deberes establecidos en los artículos 108 y 109 de la CCABA e inciso e) 5 del artículo 27 del CCAyT de la CABA (fs. 42/61). 

Que relató que la causa nº 37925/0 fue iniciada por los legisladores de la Ciudad Eduardo Epszteyn, Martín Hourest y Aníbal Ibarra con el objeto sustancial de que se ordenara a Coca Cola de Argentina el retiro del dispositivo publicitario (pantalla de leds) de su propiedad ubicado en Carlos Pellegrini 327/31, y que se decretara la nulidad del permiso otorgado mediante disposición nº 1970/DGOEP/2010 del 28/04/2010, por la cual se autorizó su emplazamiento. Comentó que la pantalla de leds había sido instalada y puesta en funcionamiento a fines de mayo de 2010 en el marco de los festejos del Bicentenario de la Patria. 

Que señaló que el magistrado denunciado ha recibido “cuantiosas denuncias” que a su entender “es llamativa la presencia mediática del magistrado” y que “permitiría la utilización de sus datos personales” en sitios web, lo cual admitiría cuestionar su cumplimiento de los deberes de imparcialidad e independencia como juez. 

Que relató luego que la actuación del juez denunciado durante el transcurso de los actuados citados ha afectado de manera grave e irreparable el derecho de propiedad y de ejercer industria lícita (art. 14 y 17 CN). Resaltó que las actuaciones se encuentran pendientes de resolución sobre la solicitud de homologación de un acuerdo conciliatorio arribado por las partes el 14/09/2010, cuya demora le genera un mayor perjuicio económico. Refirió que el dispositivo publicitario fue autorizado mediante disposición Nº 1970/DGOEP/2010 del 28/04/2010 por un plazo de cinco (5) años y que con el objeto de instalar y poner en funcionamiento dicho dispositivo –la pantalla de Leds más grande de America- la empresa denunciante realizó inversiones millonarias. Agregó que “en función de lo dispuesto por el tribunal de grado, la misma se encuentra apagada y continúa en ese estado a pesar de la firma del citado acuerdo conciliatorio, habiendo transcurrido actualmente un año desde la referida autorización”. Indicó que la inversión asciende a cuatro (4) millones de dólares estadounidenses y que el daño provocado podría cuantificarse en la misma suma. Afirmó que el daño económico a la empresa denunciante y a su imagen corporativa se configuró en virtud del “transcurso del tiempo sin que se lleven a cabo con total prontitud las medidas para arribar a una decisión definitiva”. Sostuvo que “Las diversas decisiones arbitrarias e irrazonables del aquí denunciado de demorar la decisión respecto de la homologación del convenio disponiendo, entre otras, la ejecución de medidas adicionales no exigidas por la normativa vigente consideradas pertinentes por las partes”.
Que el denunciante afirmó que en el trámite de las causas referidas se produjeron “constantes irregularidades en el proceso” que “denotan el mal desempeño del funcionario aquí denunciado”. Puntualmente cuestionó que el magistrado haya corrido traslado a la parte actora del desistimiento efectuado por la empresa del pedido de contracautela, “…aún cuando dicho traslado no correspondía”. Explicó que a efectos de evitar la demora en la elevación a la Cámara del recurso de apelación interpuesto contra la medida cautelar dictada el 16/06/2010 desistió del pedido de contracautela requerido. Cuestionó también que el magistrado no haya corrido traslado a la empresa aquí denunciante del informe emitido por la Superintendencia de Bomberos de la Policía Federal Argentina (obrante a fs. 688/702 del expediente judicial principal) que a su vez dio fundamento a la ampliación de la medida cautelar oportunamente dictada (se ordenó el retiro de los dispositivos publicitarios con motivo en dicho informe).  Consideró a su vez que la ampliación de la medida cautelar señalada “se dictó traspasando el límite de toda medida cautelar, por cuanto el desmantelamiento ordenado con intimación de plazos y consecuencias suponía destruir una construcción que devendría irreparable”. Indicó también que toda vez que el dispositivo publicitario se encontraba desconectado y los equipos electrónicos clausurados, la medida adoptada por el Juez en dicha oportunidad resultó carente de toda razonabilidad y proporcionalidad. Agregó que “en atención al ilógico plazo para hacer efectiva la medida, nuestra mandante se encontró en un estado de total indefensión frente a dicho atropello. El plazo de 5 días no le permitía siquiera ejercer su derecho de defensa, dado que la interposición del recurso de apelación contra dicha resolución resultaba imposible, siendo que el plazo para apelar vencía el día miércoles 14 de julio de 2010 a las 11 am, cuando el cartel ya habría sido retirado, faltando los traslados a las partes y demás trámites relativos a la apelación y su elevación a Cámara”. Concluyó esta referencia a la presunta violación del derecho de defensa con la afirmación de que el accionar del magistrado en tal sentido fue reprochado por la Cámara de Apelaciones, la cual ordenó el 09/07/2010 la suspensión de la resolución que amplió la cautelar, y con posterioridad, el 29/12/2010 la dejó sin efecto. 

Que por otra parte cuestionó también que una vez apelada la ampliación de la medida cautelar el 08/07/2010 “el Sr. Juez Gallardo dilató sin motivo alguno la formación de los incidentes de dichas apelaciones (…) tales incidentes nunca se formaron sino que se encuentran acumulados al expediente principal (ver. fs. 794 y 794 vta. del expediente nº 37925/0)”. Agregó que “lo único que motivó que el Sr. Juez Gallardo elevara las actuaciones al Excmo. Tribunal de Alzada fue la solicitud de avocación de dicho tribunal que efectuara mi mandante con fecha 8 de julio de 2010. […]En virtud de dicha presentación, y de manera sorprendentemente expedita, el aquí denunciado resolvió ambos recursos de apelación interpuestos por mi mandante dos días después de la avocación requerida por mi representada”. Detalló que el 12/07/2010 el juez cometió una nueva irregularidad al resolver ambos recursos de apelación contra las medidas cautelares decretadas en autos, consistente en ordenar el traslado a las partes de los mismos por el plazo de veinticuatro (24) horas a notificarse en días y horas inhábiles. Ello, debido a que la ley de amparo de la CABA establece en su artículo 20 que el plazo de dicho traslado es por el término de tres (3) días. 

Que asimismo el denunciante cuestionó que el magistrado no haya resuelto la homologación de un acuerdo conciliatorio entre las partes, en el marco de una audiencia celebrada el 14/09/2010 en sede de la Cámara de Apelaciones del Fuero previamente a la resolución de los recursos de apelación interpuestos. Agregó que en dicho acuerdo “…la parte actora reconoció que lo convenido en el mismo satisfacía plenamente sus intereses y, en consecuencia, desistía en forma lisa, llana e incondicional de las medidas cautelares solicitadas en estos autos, y prestaba irrevocable conformidad para el inmediato levantamiento de las medidas recurridas por la parte demandada”. Señaló al respecto que “la Dra. Daniela Ugolini (Fiscal de la Cámara CAyT) dictaminó que no existirían objeciones a la homologación del acuerdo conciliatorio suscripto entre las partes” y que “en estas condiciones, la Cámara dictó a fs. 252/264 vta. de los autos “EPSZTEYN EDUARDO EZEQUIEL Y OTROS CONTRA GCBA SOBRE OTROS PROCESOS INCIDENTALES (Expte. 37925/2) la resolución de fecha 29 de diciembre de 2010, mediante la cual ordenó suspender el trámite de dicha incidencia hasta tanto el tribunal de grado se expidiera sobre la homologación del convenio y esa decisión se encontrara firme. Adicionalmente y conforme surge de la aclaratoria resuelta a fs. 282 de las mismas actuaciones, el Tribunal de Alzada resolvió ´Autorizar el encendido del cartel para efectuar el estudio de impacto lumínico por el plazo máximo de 30 días y cumplir con las pruebas necesarias, previa adopción de las medidas de seguridad a efectos de garantizar la protección de los eventuales afectados´”. 

Que en esta inteligencia afirmó que las actuaciones arribaron el 01/02/2011 al juzgado a cargo del doctor Gallardo a fin de resolver la homologación del acuerdo conciliatorio. Resaltó que desde entonces se encuentra a la espera de la resolución ordenada por la Cámara, y que no obstante ello, se resolvieron varios escritos de terceros ajenos a las actuaciones y presentados con posterioridad. Señaló que luego de reiterados pedidos de que se resolviera sobre la homologación del acuerdo conciliatorio, el 17/03/2011 el juez resolvió  “1) DISPONER  -previo a tratar la homologación solicitada- la realización de un estudio de impacto ambiental y vial sobre el cartel ubicado en la calle Carlos Pellegrini 327/29/31/33/35/39 y 41. 2) RATIFICAR  la formación del Equipo de Estudio Interdisciplinario según lo dispuesto en el punto IV.4.2 del proveído de fs. 87/88. En consecuencia, en atención al tiempo transcurrido desde la constancia de diligenciamiento obrante a foja 429, líbrese por Secretaría oficio reiteratorio al Rector de la Universidad de Buenos Aires a los mismos fines y efectos que el ordenado en el punto IV.4.2 del proveído de fs. 87/88”. Resaltó además que “si bien contaba con un plazo de 5 días para resolver desde que el expediente se encontraba en condiciones de resolver (conf. Art. 17 Ley de Amparo CABA, ver fs. 1127)”, el denunciado se pronunció respecto a la solicitud de homologación luego de quince (15) días hábiles, y al hacerlo “…difirió nuevamente el tratamiento de la cuestión…”. Agregó que la normativa establece el mecanismo que debió seguir el denunciado en el supuesto de haber previsto que no le era posible resolver dentro del plazo legal, es decir, informar tal situación al Consejo de la Magistratura con una anticipación de diez (10) días al del vencimiento del plazo, con expresión de las razones de dichas demoras (artículo 150 CCAyT).

Que agregó que la resolución dictada por el magistrado el 17/03/2011 –que ratificó la formación de un equipo de estudio interdisciplinario tal como había sido requerido el 01/07/2010- constituyó una nueva maniobra dilatoria tendiente a perjudicar a su representada, al diferir la resolución de la homologación del acuerdo mediante la solicitud de nuevas pruebas que no fueron contempladas por las partes en el convenio ni exigidas por la normativa vigente. Resaltó que nueve (9) meses después de haber pedido dicha medida, reiteró dicho oficio sin aplicar los plazos expeditos que supone el proceso de amparo, y sin otorgarle “carácter reiteratorio”. Razonó que “Lo dispuesto por el magistrado (…) respecto de la ejecución de dicho estudio por un equipo interdisciplinario de expertos causa a todas luces un gravamen irreparable para mi mandante en virtud de ser de imposible cumplimiento en un plazo razonable, amén de desnaturalizar la sumariedad propia de una acción rápida y expedita como el amparo”. Comentó que el 22/03/2011 interpuso recurso de reposición con apelación en subsidio contra la resolución del 17/03/2011, los cuales fueron denegados. Señaló que interpuso entonces un recurso de queja ante la Cámara, y que el 14/04/2011 se resolvió “admitir el recurso de queja y ordenar que proceda a la inmediata concesión  y sustanciación del recurso y ulterior elevación. Preventivamente y hasta que se resuelva sobre el mérito del recurso, en atención a la naturaleza del auto cuestionado, suspéndanse sus efectos”. Refirió que había convenido una fecha tentativa para la realización del estudio lumínico autorizado por la Cámara, gestión que fue coordinada con el Instituto Nacional de Tecnología Industrial de la República Argentina (INTI) para el 04/04/2011. Arguyó que el trabajo se coordinó de modo tal que fuera ejecutado por un tercero imparcial, previendo la intervención de la parte actora y de las codemandadas, tal como surgía del acuerdo conciliatorio. Enfatizó que la formación del equipo interdisciplinario de expertos le causaría un gravamen irreparable, y que la ejecución de la medida constituiría una violación al principio constitucional de defensa en juicio (artículo 18 CN), violación del principio de congruencia (artículo 145 CCAyT), afectación del derecho de propiedad (artículo 17 CN) y del derecho a ejercer industria lícita (artículo 14 CN).  

Que por último indicó que el magistrado desobedeció el pronunciamiento de la Cámara de Apelaciones. Explicó que la ejecución del estudio de impacto lumínico por el INTI convenido por las partes y autorizado por la Cámara fue denegada por el denunciado mediante la providencia dictada el 17/03/2011. Consideró que de este modo el funcionario obstaculizó nuevamente el curso de las actuaciones en virtud de no considerar acreditado que se hubieran tomado las medidas de seguridad necesarias. En tal sentido aseveró que “Tal acreditación no era exigible a fin de cumplir con lo ordenado por la Excma. Cámara, la cual dejó a criterio de las partes y bajo su responsabilidad las medidas de seguridad a adoptar”. 

Que como conclusión expresó el denunciante que el magistrado vulneró su derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable. Resaltó que fueron varias las medidas dilatorias adoptadas por el magistrado, las que a la fecha de realización de la denuncia continuaban retrasando la resolución de los actuados en violación de la garantía constitucional del debido proceso, y en transgresión de los plazos establecidos en la ley de amparo de la CABA y en el Código Contencioso Administrativo y Tributario de la CABA. Agregó que la actuación del magistrado ha demostrado que no ha sido independiente e imparcial. Alegó que se vulneró el principio de economía procesal, y que se ha violado en reiteradas ocasiones el principio de igualdad entre las partes. Explicó que en virtud de una presentación efectuada por el doctor Iglesias en la causa, pudo tomar conocimiento de la existencia de un amparo por aquél iniciado en trámite por ante el Juzgado CAyT nº 5, con un objeto similar al debatido en los autos correspondientes al expediente nº 37925/0. Consideró que resulta extraño que “…el denunciado haya resuelto de manera tan expedita y favorable (…) las presentaciones del Dr. Iglesias en una causa en la cual éste no era parte del proceso.  […] Pareciera que el denunciado desea que de manera expedita se resuelva la acumulación que supuestamente habría requerido el Dr. Iglesias, perjudicando aún más los derechos de mi mandante (art. 175 del CCAyT)”. Destacó luego que el juez incurrió en prejuzgamiento al resolver el 07/07/2010 el retiro de los dispositivos publicitarios autorizados por la disposición nº 1970/DGOEP/2010 en el término de cinco (5) días de notificada la medida cautelar. Indicó que la empresa representada quedó involucrada “….en una de las tantas disputas políticas que tiene el Sr. Juez Gallardo contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, afectando derechos constitucionales (de razonabilidad, propiedad, legalidad, igualdad, libertad de comercio, entre otros) e intereses de mi representada, que incurrió en una inversión millonaria para poner en funcionamiento el dispositivo publicitario en cuestión…”. Citó doctrina y jurisprudencia en apoyo de sus dichos, concernientes a los actos que constituyen el mal desempeño de un magistrado. Finalmente requirió que se aparte al denunciado de las actuaciones y que oportunamente se lo remueva de su cargo por mal desempeño en sus funciones. Acompañó prueba instrumental (obra agregada a fs. 1/41), ofreció prueba instrumental en poder de terceros y prueba informativa. 

2. Que el 26/04/2011 compareció ante el Departamento de Sumarios del Área Jurisdiccional de la Comisión de Disciplina y Acusación el señor Martín Ignacio Franzini, Gerente de la Sociedad de Responsabilidad Limitada Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes –Coca Cola de Argentina- y ratificó la denuncia, reconoció el escrito agregado a fs. 44/64, su firma allí consignada y la documentación agregada a fs. 1/41 inclusive. 

3. Que el 28/04/2011 la doctora Gisela Candarle, Secretaria del Comité Ejecutivo del CM interinamente a cargo de la Presidencia, solicitó a la Sala II de la Cámara de Apelaciones CAyT que en el plazo improrrogable de cinco (5) días remita copias certificadas de los expedientes “Epszteyn, Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ otros procesos incidentales” –nº 37925/2-, “Servicios y Productos para bebidas refrescantes SRL s/ queja por apelación denegada” –nº 37925/7-, “GCBA s/ queja por apelación denegada” –nº 37925/9- y “Servicios y Productos para bebidas refrescantes SRL s/ otras causas con trámite directo ante la Cámara de Apelaciones” –RVC nº 2945/0-. Asimismo solicitó en los mismos términos al Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario nº 6 la remisión de copias certificadas de los expedientes “Epzsteyn, Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)” –nº 37925/0-, “GCBA s/ queja por apelación denegada” –nº 37925/1, nº 37925/3, nº 37925/4-, “Epszteyn, Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ otros procesos incidentales” –nº 37925/5- y “Epszteyn, Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ otros procesos incidentales” –nº 37925/6-. El 06/05/2011 el doctor Roberto Andrés Gallardo remitió en forma parcial copias certificadas de los expedientes que le fueran requeridos, toda vez que en virtud de la recusación presentada por la denunciante el 04/05/2011 debió remitir las actuaciones a la Secretaría General de la Cámara del fuero (foja 71). Las mismas fueron reservadas como anexo I (foja 74). El 06/05/2011 el Presidente del CM solicitó al juzgado CAyT nº 5 copias certificadas del expediente nº 37925/5 y del expediente nº 37925/0 desde el cuerpo IV inclusive en adelante (foja 75). El 06/05/2011 la doctora Mabel Daniele, Presidenta de la Sala II de la Cámara de Apelaciones CAyT, remitió las copias certificadas que le fueran requeridas (foja 78), las que fueron reservadas como anexo II (foja 81). El 16/05/2011 la doctora Fabiana Haydee Schafrik de Núñez, titular del juzgado CAyT nº 5, remitió copias certificadas de los autos que le fueran requeridos, las cuales fueron reservadas como anexo IV (foja 105). 

4. Que el 09/05/2011 se presentó el doctor Rubén O. Asorey, apoderado de Servicios y Productos para bebidas refrescantes SRL –Coca Cola de Argentina-, e introdujo con carácter de hecho nuevo que el denunciado había realizado declaraciones en una revista de amplia circulación mediante las cuales habría emitido opiniones personales acerca de la causa “Epszteyn Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)” expediente nº 37925/0 y sus incidentes, y manifestaciones que a su entender suponen un prejuzgamiento de la misma. Indicó que las informaciones brindadas por el magistrado en torno al pleito citado suponen “…prejuzgar en la causa donde se solicitó su intervención, desde que las declaraciones realizadas exceden el marco de prudencia y discreción que se debe mantener para una causa judicial que tramita reservada, y con decisión pendiente, lo que configura el motivo de la causal de recusación sobreviniente, en los términos del artículo 11 inciso 6), y 12 in fine del CCAyT, debidamente planteado en las actuaciones…”. Detalló que las manifestaciones fueron vertidas en la Revista Veintitrés (Manucorp SA) y acompañó un ejemplar de la misma (reservado como anexo III a foja 97). Reseñó determinadas citas de la entrevista y señaló que “Las públicas opiniones del magistrado (…) constituyen un evidente prejuzgamiento y una clara violación a las garantías constitucionales de mi mandante”. Expresó que la causal se suma al reproche que su parte realizó contra el magistrado, por considerar que sus manifestaciones dejaron en claro el temor de parcialidad que ya se ha denunciado en la causa. Cuestionó las declaraciones del juez por considerar que importan un claro anticipo de la sentencia. Fundamentó su postura en lo dispuesto por los incisos 5 y 6 del artículo 11 del CCAyT y ofreció prueba informativa (fs. 93/96).

5. Que el 10/05/2011 el doctor Rubén O. Asorey solicitó que se rechace por improcedente, se ordene la inmediata exclusión y el desglose del escrito que habría presentado el doctor Iglesias el 02/05/2011 (actuación nº 8062/11) del cual habría tomado conocimiento el 09/05/2011. Expresó que el artículo 3 de la ley nº 7 refiere a la facultad de los jueces de poner en conocimiento del Consejo de la Magistratura la circunstancia de verse afectada su independencia, pero que no otorga dicha facultad a los ciudadanos. Asimismo indicó que la ley orgánica del CM -inciso 7 del artículo 2- prevé como atribuciones y competencias recibir denuncias contra los integrantes de la magistratura, pero no “…recibir denuncias contra particulares, como sería el caso de la denuncia del Dr. Iglesias”. Señaló asimismo que tampoco se encuentra entre las atribuciones de la Comisión de Disciplina dar curso a denuncias de particulares sobre la independencia de los magistrados (fs. 93/102). 

6. El 24/05/2011 Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL expresó al Consejo que en el Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario nº 6 de esta Ciudad, a cargo del doctor Roberto Andrés Gallardo, se obstaculizó el ejercicio de su derecho de defensa en juicio. Relató que tal como surge de las actas labradas por escribano público que ha acompañado, se presentó el 06/05/2011 y el 20/05/2011 ante el juzgado citado a fin de tomar vista de las actuaciones “Epsztein, Eduardo Ezequiel y otros s/ Amparo (art. 14 CCABA)”expediente nº 37925/0 y sus incidentes allí radicados, y que un funcionario del juzgado “…le indicó que la totalidad de los expedientes habían sido remitidos a la Cámara de Apelaciones del fuero…”. Detalló que ante ello se dirigió a la Secretaría General del tribunal de alzada, y que le fue informado que todos los expedientes solicitados habían sido remitidos al juzgado de primera instancia CAyT nº 5, Secretaría nº 9, pero que el nº 37925/10 aún se encontraba en el juzgado del doctor Gallardo. Refirió que inmediatamente volvió al juzgado citado y reiteró su solicitud para que le exhibieran dicho expediente o le entregaran el libro de asistencia para dejar constancia de que no se encontraba en Secretaría. Ante ello, un funcionario le contestó que “…su pedido era improcedente atento a que el expediente solicitado se encontraba a resolver”. Aclaró que en virtud de lo relatado, concurrió nuevamente al tribunal acompañado por un escribano público para dejar constancia de lo antedicho. Comentó entonces que en el acta del 06/05/2011 se consignó que el funcionario informó “…que los actuados ya no se encontraban en Secretaría puesto que ahora si habian sido remitidos a la Cámara del fuero” y que al requerirse el libro de pases, se indicó asimismo que no se encontraba puesto que había sido remitido con el expediente. También fue negado el libro de asistencia, porque “a criterio de los funcionarios del tribunal a cargo del Dr. Gallardo ´no correspondía ´en virtud de que el expediente se encontraba ahora radicado ante la Cámara de Apelaciones del fuero”.  Agregó luego que conforme se desprendía del acta labrada el 20/05/2011, en igual fecha se constituyó nuevamente en el juzgado nº 6, solicitó la exhibición de las actuaciones nº 37925/10 o en su defecto el libro de asistencia. Expresó que en dicha oportunidad un funcionario del juzgado se negó nuevamente a exhibir el expediente por encontrarse a despacho con la preparación del informe establecido en el artículo 16 del CCAyT, así como también el libro de asistencia, toda vez que “…si bien físicamente estaría allí, el mismo se encontraría radicado ante la Cámara”. Finalmente señaló que lo reseñado trasuntó una obstaculización de su derecho de defensa en juicio, al impedir el acceso a los expedientes o resortes legales disponibles para ejercitar dicho derecho (fs. 107/122). A fs. 109/112 obra acta notarial del 06/05/2011, a fs. 113/116 luce otro acta notarial de igual fecha y a fs. 117/119 luce acta del 20/05/2011.

II.

Que la Constitución de la C.A.B.A. en el artículo 122 y la ley 54 en su artículo 16 determinan dos fundamentales causales de remoción de los magistrados: la comisión de delitos dolosos, por un lado, y el mal desempeño en sus funciones, por el otro, teniendo en cuenta que este último también prevé los supuestos en que la actividad social, personal o familiar del magistrado, pueda producir un mal desempeño en la función jurisdiccional. 

Que en la causal de mal desempeño encuadran los restantes supuestos específicos de remoción: la negligencia grave; la morosidad en el ejercicio jurisdiccional; el desconocimiento inexcusable del derecho y por último la inhabilidad física o psíquica, cuando la misma impida el ejercicio pleno de la actividad jurisdiccional asignada. 

Descartado que en el caso en análisis se avizore una conducta delictual dolosa perpetrada por el denunciado, cabe abordar los supuestos que configuran el mal desempeño. 

Que la causal genérica de remoción, calificada como “mal desempeño”, incluye la valoración de la calidad, acierto o fundamentación jurídica de las sentencias dictadas por el magistrado sometido a enjuiciamiento. 

En tal sentido, los jueces tienen la absoluta libertad para emitir y fundar sus sentencias, y es la estructura de garantías constitucionales la que determina si sus equivocaciones son materia de corrección por el órgano superior, o si, por el contrario, son de tal entidad o gravedad como para ser sometidos a juicio político. 

En relación a este último punto se ha distinguido entre lo que es una cuestión opinable y debatida jurídicamente de lo que es un acto judicial que, de modo manifiesto y grosero, se aparte del orden jurídico vigente y dada su manifiesta inexplicabilidad jurídica puede dar indicios ciertos de esconder un posible desvío en el ejercicio del poder jurisdiccional. Esto último, en tanto esté debidamente comprobado, justificaría responsabilizar políticamente al juez por mal desempeño. 

En esa línea, es regla general que el juez no puede ser juzgado por el modo en que decide los asuntos sometidos a su jurisdicción, o por la interpretación de hecho o de derecho que realice en sus sentencias, debiendo ser excepcionada dicha regla cuando se advierta notable desconocimiento del derecho aplicable o cuando en el contenido de las sentencias se constate un desvío de poder, o sea la utilización de la función jurisdiccional para fines distintos a aquellos para los que le fue atribuida a los jueces.

Al respecto no es ocioso traer a colación el tratamiento efectuado por el Jurado de Enjuiciamiento Nacional en el caso “Bustos Fierro” en relación con la extensión que corresponde conferir al principio de exclusión del contenido de las sentencias dentro del ámbito del mal desempeño: “si la decisión trasunta la indudable intención de resolver contra derecho, o hace de éste una aplicación a todas luces infiel y desacertada, o el diligenciamiento de la causa muestra un comportamiento absolutamente inepto, es la misma constitución la que obliga a adoptar mecanismos de saneamiento del Poder Judicial”. -Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados de La Nacion. causa n° 3  caratulada "Doctor Ricardo BUSTOS FIERRO s/ pedido de enjuiciamiento”, 7 de abril del 2000-.

El cuidado con el que debe abordarse la excepción a la regla general premencionada, tiene como fundamento que ello es una derivación necesaria del principio de independencia, el cual se vería severamente afectado si un criterio de valoración de los hechos o de la ley pudiera ser enjuiciado por el solo fundamento de reputarlo erróneo o por considerar que una tesis diferente es la correcta, según la particular apreciación de quién promueve o decide acerca del procedimiento de remoción. Esta garantía se encuentra implícita en el sistema de división de poderes. 

Es dable precisar que el principio general conforme al cual los jueces no pueden ser enjuiciados por las opiniones que sustenten en sus sentencias, debe ser sostenido y ratificado y las excepciones al mismo deben ser debidamente acotadas, pues, el presupuesto necesario de la función de juzgar resultaría afectado si los jueces estuvieran expuestos al riesgo de ser removidos por el sólo hecho de que las consideraciones vertidas en sus sentencias puedan ser objetables, a excepción de que ellas constituyan delitos o traduzcan ineptitud moral o intelectual (Fallos 274:415).

En ese sentido sostuvo la CSJN que “lo inherente a las cuestiones procesales suscitadas en causas judiciales (...) es facultad propia de los magistrados que entienden en los respectivos procesos y los posibles errores o diferentes interpretaciones que sobre ella se hagan encuentran remedio oportuno en los recursos previstos en las normas adjetivas aplicables al caso. Lo atinente a la aplicación e interpretación de normas jurídicas en un caso concreto es resorte exclusivo del juez de la causa sin perjuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en el procedimiento o para obtener reparación a los agravios que los pronunciamientos de magistrados pudieren ocasionarles. No cabe, pues, por la vía de enjuiciamiento, intentar un cercenamiento de la plena libertad de deliberación y decisión que deben gozar los jueces en los casos sometidos a su conocimiento, ya que admitir tal proceder significaría atentar contra el principio de independencia del Poder Judicial, que es uno de los pilares de nuestra organización constitucional “(Fallos: 305:113).  

Por otra parte, conviene resaltar que las facultades disciplinarias del CMCABA no deben confundirse con la tarea jurisdiccional propia de los tribunales locales. En el mismo sentido, la Ley 31 dispone en su art. 1 que es función del Consejo asegurar la independencia del Poder Judicial, la cual reviste dos aspectos: uno externo, formado por las presiones que pudieran provenir de los otros poderes del Estado, o incluso de particulares; y otro interno, el cual puede darse desde órganos pertenecientes al propio Poder Judicial jerárquicamente superiores a los magistrados que intervienen en determinados expedientes.

En este sentido cabe poner de relieve que las sanciones disciplinarias apuntan a que el CMCABA “logre disciplinar en el cumplimiento de reglas ordenatorias para la administración del universo de conflictos, no para la decisión de un conflicto determinado ni consecuentemente, para imprimir una determinada línea a los actos procesales (Kemelmajer de Carluchi, Aida, “El Poder Judicial en la reforma constitucional”, en AA.VV. Derecho Constitucional de la reforma de 1994, Mendoza, Instituto Argentino de Estudios Constitucionales y Políticos, 1995, Tomo II., pág. 275.

Por ello, corresponde al Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires adoptar la siguiente Resolución: 

1º: Desestimar la denuncia formulada por Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL contra el magistrado Roberto Andrés Gallardo en lo concerniente a la causal de remoción por mal desempeño (artículo 122 de la CCABA) por los fundamentos expuestos ut supra.

Art. 2º: No hacer lugar a la solicitud de apartamiento del doctor Roberto Andrés Gallardo en los autos “Epszteyn, Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ Amparo” expediente nº 37925/0 y sus respectivos incidentes, toda vez que ello resulta ajeno a la competencia del Consejo de la Magistratura. 

Art. 3º: Sin perjuicio de lo anterior, respecto de las restantes cuestiones disciplinarias y previo a todo trámite, se estima conveniente invitar al sr. Juez a una reunión con el Plenario del Consejo tal como ocurrió con el representante de la denunciante. 

Art. 4º: De forma

Fdo. Javier Concepción
Voto de los Consejeros Daniel Fábregas y Patricia López Vergara:

I- El 26/04/2011 el señor Martín Franzini, Gerente de Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL –Coca Cola de Argentina-, con el patrocinio letrado del doctor Osvaldo Gozaíni, formuló denuncia por mal desempeño contra el doctor Roberto Andrés Gallardo, juez subrogante del juzgado Contencioso Administrativo y Tributario nº 6 de esta Ciudad, y solicitó que el Consejo de la Magistratura procediera a sancionar al magistrado “…con una multa equivalente al 30% de sus haberes o, de considerarlo procedente, a acusar ante el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados al juez denunciado para que oportunamente se haga lugar a su destitución por mal desempeño, en cualquier supuesto, previo apartamiento de la presente causa…”. Detalló que la denuncia tenía origen en los autos “Epszteyn Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ Amparo (Art. 14 CCABA)” expediente nº 37925/0 y en los incidentes que tramitaron bajo los números 37925/1, 37925/2, 37925/3, 37925/4, 37925/5, 37925/6, 37925/7, 37925/8 y 37925/9. Explicó que el magistrado habría propiciado una violación de los principios constitucionales de razonabilidad, propiedad, legalidad, libertad de comercio, debido proceso, del derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable, del derecho a ser oído por un juez imparcial e independiente, del principio de economía procesal e igualdad entre las partes, e incumplimiento de los deberes establecidos en los artículos 108 y 109 de la CCABA e inciso e) 5 del artículo 27 del CCAyT de la CABA (fs. 42/61). 

II- En virtud de esta denuncia se formó el expediente SCD nº 060/11-0 caratulado “SCD s/ Denuncia formulada por Martín Franzini (Coca Cola de Argentina) c/ Sr. Juez subrogante a cargo del Juzgado CAyT nº 6, Dr. Roberto Andrés Gallardo” de la lectura del cual surgen los siguientes elementos a analizar :
1. Haber dispuesto un traslado que no correspondía a la parte actora del desistimiento de un pedido de cambio de contracautela.

2. No haber ordenado traslado a Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL de un informe emitido por la Superintendencia de Bomberos de la PFA que obra a fs. 688/702 de los autos principales. 

3. Incurrir en prejuzgamiento al resolver el 07/07/2010 una ampliación de medida cautelar (retiro de los dispositivos publicitarios) carente de razonabilidad y proporcionalidad y en traspasando los límites de dicho instituto. Lo exiguo del plazo fijado de cinco (5) días de notificada la cautelar para hacerla efectiva, en tanto no permitió ejercer el derecho de defensa. 

Se agravió el denunciante de no haber podido ejercer su derecho de defensa respecto a la ampliación de medida cautelar dispuesta el 07/07/2010, la cual a su criterio dispuso un plazo reducido para hacer efectiva la medida. Asimismo, consideró que la cautelar cuestionada careció de razonabilidad y proporcionalidad y vulneró los límites del instituto.

4. Dilación sin motivos de la formación de los incidentes de apelación tanto de la medida cautelar como de su ampliación posterior. El recurso de apelación de esta última había sido articulado el 08/07/2010 y resuelto dos (2) días después, en virtud de una solicitud de avocación realizada por Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL ante la Cámara el 08/07/2010. 

5. Ordenar el 12/07/2010 traslado a las partes de los recursos de apelación interpuestos contra las medidas cautelares decretadas en autos por el plazo de veinticuatro (24) horas a notificarse en días y horas inhábiles, en violación a lo dispuesto por el artículo 20 de la ley nº 2145 que establece un plazo de tres (3) días. 

6. No haber resuelto la homologación de un acuerdo conciliatorio celebrado entre las partes el 14/09/2010 en el marco de una audiencia en la Cámara de Apelaciones del fuero. Las actuaciones habrían arribado el 01/02/2011 al juzgado de primera instancia y sin resolver en punto a la homologación, el juez habría decidido el 17/03/2011 la realización de un estudio de impacto ambiental y vial sobre el cartel publicitario. Es decir, se habría pronunciado sobre la solicitud de homologación luego de quince (15) días hábiles –si bien el artículo 17 de la ley nº 2145 establece un plazo de cinco (5) días desde que el expediente se encuentre en condiciones de resolver-, oportunidad en la que habría diferido nuevamente el tratamiento de la cuestión. 

7. Haber dictado una resolución el 17/03/2011 como maniobra dilatoria y de imposible cumplimiento en un plazo razonable, con el fin de diferir la decisión sobre la homologación del acuerdo mediante la solicitud de nuevas pruebas no contempladas por las partes ni exigidas por la normativa vigente. 

8. Desobedecer mediante la resolución del 17/03/2011 el pronunciamiento dictado por la Cámara de Apelaciones que autorizó la ejecución de un estudio de impacto lumínico por el INTI.

Que en lo concerniente al comportamiento del magistrado fuera de las causas indicadas cabe reseñar que el denunciante puntualizó las siguientes irregularidades:

9.  Haber sido denunciado en otras oportunidades, permitir la utilización de sus datos personales en sitios web y que su presencia mediática vulneraría los deberes de imparcialidad e independencia como juez. 

10. Haber obstaculizado el ejercicio de su derecho de defensa en juicio al impedir tomar vista de las actuaciones judiciales los día los días 06/05/2011 y 20/05/2011.

III- La envergadura de la denuncia efectuada, la voluminosidad de las copias certificadas de los expedientes judiciales anejados como documental y el respeto debido a la empresa denunciante y a los habitantes de la Ciudad en el tratamiento del presente, hacen que resulte metodológicamente correcto  responder uno a uno los planteos efectuados a fin de resolver si la actuación del magistrado de grado configura causal de mal desempeño o falta disciplinaria. 

1. Haber dispuesto un traslado que no correspondía a la parte actora del desistimiento de un pedido de cambio de contracautela. 

En el caso puntual si bien es cierto que el criterio utilizado por el magistrado puede no ser compartido, este modo de actuar no ocasionó perjuicios procesales, por lo que no tiene entidad suficiente para considerarse causal de mal desempeño en los términos pretendidos por la accionante 

2. No haber ordenado traslado a Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL de un informe emitido por la Superintendencia de Bomberos de la PFA que obra a fs. 688/702 de los autos principales.

En este punto resulta oportuno referirnos al artículo 331 del Código Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, dentro del Capítulo III Prueba de Informes, donde se regula lo concerniente a la Impugnación por falsedad y en su parte pertinente establece que “La impugnación sólo puede ser formulada dentro del quinto día de notificada por ministerio de la ley la providencia que ordena la agregación del informe”. 

Siendo esta la situación no se advierte pues incumplimiento a norma procesal alguna en este punto en particular toda vez que el referido informe debía notificarse ministerio legis a las partes y no mediante traslado.

3. Incurrir en prejuzgamiento al resolver el 07/07/2010 una ampliación de medida cautelar (retiro de los dispositivos publicitarios) carente de razonabilidad y proporcionalidad y traspasando los límites de dicho instituto. Ello sumado al exiguo plazo de cinco (5) días de notificada la cautelar para hacerla efectiva, en tanto no permitió ejercer el derecho de defensa de la aquí denunciante. 

Tal como se desprende de las constancias judiciales arrimadas y habiéndose expresado al respecto la Cámara del fuero, de haber  existido alguna falencia procedimental la misma fue salvada a partir de su intervención, razón por la cual manifestación al respecto de este consejo importaría  inmiscuirse  en la necesaria independencia de los órganos judiciales 

Tal como se ha expresado en anteriores actuaciones, las facultades disciplinarias del Consejo de la Magistratura no deben confundirse con la tarea jurisdiccional propia de los tribunales locales. En el mismo sentido, la Ley nº 31 dispone en su artículo 1 que es función de este Consejo asegurar la independencia del Poder Judicial, la que reviste dos aspectos: uno externo, formado por las presiones que pudieran provenir de los otros poderes del Estado, o incluso de particulares; y otro interno: el que puede darse desde órganos pertenecientes al propio Poder Judicial jerárquicamente superiores a los magistrados que intervienen en determinados expedientes.

En esta inteligencia el Consejo ha tomado por principio que los asuntos de naturaleza procesal o de fondo exceden el ámbito de su competencia disciplinaria y sólo son susceptibles de revisión a través de los remedios previstos en el ordenamiento procesal. Lo contrario significaría cercenar el principio de independencia de los jueces en cuanto al contenido de sus sentencias. En este punto, es menester señalar que la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que “lo relativo a la interpretación y aplicación de normas jurídicas en un caso concreto es resorte exclusivo del Juez de la causa sin prejuicio de los recursos que la ley procesal concede a las partes para subsanar errores o vicios en el procedimiento o para obtener la reparación a los agravios que los pronunciamientos del magistrado pudiera ocasionarles” (Fallos 303:741, 305:113).

Así las cosas, el Consejo de la Magistratura no puede inmiscuirse directa o indirectamente en la competencia jurisdiccional. En otros términos, las sanciones disciplinarias apuntan a que el Consejo “logre disciplina en el cumplimiento de reglas ordenatorias para la administración del universo de conflictos, no para la decisión  de un conflicto determinado, ni , consecuentemente, para imprimir una determinada línea a los actos procesales” (Kemelmajer de Carlucci, Aída, “El Poder Judicial en la reforma constitucional”.,  en AA.VV. “Derecho Constitucional de la Reforma de 1994”, Mendoza, Instituto Argentino de  Estudios Constitucionales y Políticos, 1995, Tomo II, Pág. 275).

Razón por la cual y en atención a lo precedentemente expuesto entiendo corresponde la desestimación del planteo analizado en el presente título . 
4. Dilación sin motivos de la formación de los incidentes de apelación tanto de la medida cautelar como de su ampliación posterior. El recurso de apelación de esta última había sido articulado el 08/07/2010 y resuelto dos (2) días después, en virtud de una solicitud de avocación realizada por Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL ante la Cámara el 08/07/2010. 

Habiendo las propias partes consentido el procedimiento otorgado para la formación de los incidentes y demás trámites de sustanciación vinculados a los recursos, sin que ni siquiera se puede advertir que el superior hubiere considerado desacertado tal proceder, esta objeción versa sobre una diferencia respecto a la interpretación efectuada acerca de una norma procesal, extremo sobre el cual no corresponde al Consejo pronunciarse por cuanto excede sus facultades disciplinarias del mismo que ya se ha expresado en el punto 3 del presente a cuyos fundamentos cabe remitirse brevitatis causae. De allí que no corresponda formular reproche al magistrado denunciado en virtud de lo aquí objetado.  

5. Ordenar el 12/07/2010 traslado a las partes de los recursos de apelación interpuestos contra las medidas cautelares decretadas en autos por el plazo de veinticuatro (24) horas a notificarse en días y horas inhábiles, en violación a lo dispuesto por el artículo 20 de la ley nº 2145 que establece un plazo de tres (3) días.

Si bien el magistrado se apartó del plazo de tres (3) días previsto expresamente por la normativa aplicable no debe perderse de vista que la reducción del plazo involucrado no causó perjuicio alguno a Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL. Siendo que, si las partes se hubieran considerado afectadas por el término aplicado, habrían impugnado tal decisión, cuestión que no se concretó. 

6. No haber resuelto la homologación de un acuerdo conciliatorio celebrado el 14/09/2010 en el marco de una audiencia en la Cámara de Apelaciones del fuero. Las actuaciones habrían arribado el 01/02/2011 al juzgado y sin resolver en punto a la homologación, el magistrado habría decidido el 17/03/2011 la realización de un estudio de impacto ambiental y vial sobre el cartel publicitario. Es decir, se habría pronunciado sobre la solicitud de homologación luego de quince (15) días hábiles –si bien el artículo 17 de la ley nº 2145 establece un plazo de cinco (5) días desde que el expediente se encuentre en condiciones de resolver-, oportunidad en la que habría diferido nuevamente el tratamiento de la cuestión.

En lo atinente al planteo analizado en este punto, el denunciante sostiene que el magistrado ha violado el plazo establecido por el artículo 17 de la ley nº 2145 para resolver, toda vez que desde el 01/02/2011 no se expidió en torno a la homologación del acuerdo celebrado por la partes conforme lo dispuesto por la Cámara, para luego disponer en forma previa la realización de ciertas medidas de prueba vinculadas con el cartel publicitario. 

El plazo establecido por el artículo 27 del CCAyT –obligación de resolver las sentencias homologatorias dentro plazo de los quince (15) días de quedar el expediente a despacho-, el juez consideró que resultaba indispensable la realización de una medida previa a la homologación del convenio: el estudio de impacto ambiental y vial que ratificó en el resolutorio del 17/03/2011.   

En virtud de lo expuesto, la cuestión analizada versa sobre diferencias interpretativas que deben ser revisadas por los mecanismos jurisdiccionales establecidos al efecto conforme previsiones legales y constitucionales. Así las cosas la objeción aquí analizada resulta materia de exclusivo resorte judicial y por ende ajena a la potestad disciplinaria del Consejo, con lo cual corresponde remitirse a lo ya expresado ut supra en el punto 3 del presente apartado.  

 7. Haber dictado una resolución el 17/03/2011 como maniobra dilatoria y de imposible cumplimiento en un plazo razonable, con el fin de diferir la decisión sobre la homologación del acuerdo mediante la solicitud de nuevas pruebas no contempladas por las partes ni exigidas por la normativa vigente. 

En el fondo el presente planteo constituye una mera disidencia con el criterio adoptado y debidamente fundado por un magistrado, respecto de “que es un plazo razonable” sobre el cual no cabe al Consejo inmiscuirse. 
8. Desobedecer mediante la resolución del 17/03/2011 el pronunciamiento dictado por la Cámara de Apelaciones que autorizó la ejecución de un estudio de impacto lumínico por el INTI.

Del análisis de lo resuelto por la alzada surge claramente que la autorización para encender el cartel presuponía un requisito: “la previa adopción de las medidas de seguridad a efectos de garantizar la protección de los eventuales afectados”. No surge de las constancias de autos que se haya acreditado la adopción de medida de seguridad alguna, indudablemente las medidas mencionadas por la Cámara resultaban conditio sine qua non para la realización del estudio de impacto lumínico razón por la cual no se advierte incumplimiento del magistrado en el sentido de desobedecer lo resuelto por el Superior, con lo cual no cabe mas que desestimar el planteo formulado en el presente punto.

9.  Haber sido denunciado en otras oportunidades, permitir la utilización de sus datos personales en sitios web y que su presencia mediática vulneraría los deberes de imparcialidad e independencia como juez.

En el registro de sanciones del Consejo de la Magistratura no obra punición alguna contra el juez Gallardo, ni constancia de sentencia condenatoria de la Justicia Penal en su contra. La existencia de denuncias que no prosperaron, en tanto actos unilaterales, en modo alguno podrían ser consideradas al momento de analizar una conducta. En caso contrario, se incurriría en una flagrante violación del principio de presunción de inocencia, de la garantía de defensa en juicio y del debido proceso legal previstos en el art. 18 de nuestra Constitución Nacional. Además, supondría también una revisión ilegal de lo resuelto por órgano competente.

En torno a la exposición de datos personales del juez en la web, no se ha acreditado en autos que el blosgpot y los sitios web mencionados sean de autoría del magistrado denunciado o administrados por él. Ello, sin formular consideración alguna respecto de la pertinencia o no en torno a que la eventual publicación de información curricular o personal, o de otra índole pudiera implicar la violación de los deberes propios de un juez.

Finalmente, respecto de la cuestión de la supuesta “exposición mediática” corresponde señalar que la libertad de expresión en nuestro país, es consagrada y garantizada por la Constitución Nacional al reconocer que todos los habitantes de la Nación gozan del derecho de “publicar sus ideas por la prensa sin censura previa” (art.14 CN) y por múltiples tratados y convenciones internacionales sobre derechos humanos con jerarquía constitucional (art.75 inc.22 CN). Indudablemente en el caso de los magistrados este derecho debe ser ejercido de manera prudente, sin adelantar su opinión respecto de casos sometidos a su conocimiento. No debe perderse de vista que la mera presencia en medios de información pública no implica per se el ejercicio irregular o irresponsable del derecho a manifestar sus ideas por la prensa sin censura previa.

A modo de corolario debe resaltarse que los planteos referidos a la exposición mediática del juez, la utilización de información personal en la web y las denuncias anteriores no pueden ser consideradas como una presunción en su contra ni revisten entidad que presuponga una violación de los deberes de imparcialidad e independencia propios de un magistrado tal como lo afirmó la denunciante.  

En consecuencia, esta objeción tampoco configura causal de mal desempeño. 

10. Haber obstaculizado el derecho de defensa al no permitir dejar nota en el Libro de Asistencia del Juzgado.

Del contenido de las actas notariales aportadas por la agraviada surge que la actora no pudo dejar nota en el libro de asistencias en razón que en ese momento los incidentes requeridos se hallaban radicados ante la Cámara de Apelaciones, todo ello conforme a lo reglado en el artículo 117 del Código CayT, por lo que ninguna objeción puede hacerse al respecto.

La agraviada además hace un breve relato sobre hechos supuestamente ocurridos que habrían afectado la actividad de sus profesionales, los que no poseen la entidad necesaria para merecer la evaluación de este Consejo. 

Conclusión

Que en atención a lo hasta aquí señalado, ya se ha dicho que las cuestiones de naturaleza procesal o de fondo exceden las facultades disciplinarias del Consejo y sólo pueden ser revisadas por intermedio de los remedios previstos en el ordenamiento procesal. Lo contrario significaría cercenar el principio de independencia de los jueces en cuanto al contenido de sus sentencias. Por otra parte, también se sostuvo que la disconformidad con decisiones jurisdiccionales adversas a los intereses de una parte no resulta suficiente para configurar falta disciplinaria.

En esta inteligencia es criterio de este Consejero se carece de facultades para revisar el contenido de decisiones debidamente fundadas y que no incumplen normativa alguna pues ese cometido le fue conferido legal y constitucionalmente a la Cámara de Apelaciones. Por lo demás, éste ha sido el criterio empleado por nuestra Corte Suprema de Justicia de conformidad a lo reseñado en el apartado 3 del punto IV al que cabe remitirse brevitatis causae.

En síntesis, luego de efectuar un profundo estudio sobre los expedientes arrimados, este Consejero no advierte que se haya incurrido en las causales de remoción previstas por el artículo 122 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, sin perjuicio de advertir la existencia de discrepancias interpretativas en la aplicación de la normativa vigente, que excede al ámbito del Consejo su resolución  

Por ello y, en ejercicio de las atribuciones conferidas por el art. 116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,  la ley 31 y el Reglamento Disciplinario para Magistrados e Integrantes del Ministerio Publico (resolución CM Nº 272/08 modificada por resolución CM Nº 464/09) este Consejero entiende en consecuencia corresponde desestimar la denuncia formulada por Servicios y Productos para Bebidas Refrescantes SRL contra el magistrado Roberto Andrés Gallardo en lo concerniente a la causal de remoción por mal desempeño (artículo 122 de la CCABA). 

Entendiendo además que por otro lado corresponde no hacer lugar a la solicitud de apartamiento del doctor Roberto Andrés Gallardo en los autos “Epszteyn, Eduardo Ezequiel y otros c/ GCBA s/ Amparo” expediente nº 37925/0 y sus respectivos incidentes, toda vez que ello resulta ajeno a la competencia del Consejo de la Magistratura.       
Fdo. Daniel Fábregas y Patricia López Vergara
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